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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:
-Calderón Aránguiz, Rolando
-Díaz Sánchez, Nicolás
-Díez Urzúa, Sergio
-Feliú Segovia, Olga
-Fernández Fernández, Sergio
-Frei Ruiz-Tagle, Carmen
-Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
-Gazmuri Mujica, Jaime
-González Márquez, Carlos
-Hormazábal Sánchez, Ricardo
-Huerta Celis, Vicente Enrique
-Jarpa Reyes, Sergio Onofre
-Lagos Cosgrove, Julio
-Larre Asenjo, Enrique
-Lavandero Illanes, Jorge
-Letelier Bobadilla, Carlos
-Martin Díaz, Ricardo
-Mc-Intyre Mendoza, Ronald
-Navarrete Betanzo, Ricardo
-Núñez Muñoz, Ricardo
-Ortiz De Filippi, Hugo
-Otero Lathrop, Miguel
-Páez Verdugo, Sergio
-Palza Corvacho, Humberto
-Papi Beyer, Mario
-Pérez Walker, Ignacio
-Piñera Echenique, Sebastián



-Prat Alemparte, Francisco
-Ríos Santander, Mario
-Romero Pizarro, Sergio
-Ruiz De Giorgio, José
-Ruiz-Esquide Jara, Mariano
-Siebert Held, Bruno
-Sinclair Oyaneder, Santiago
-Soto González, Laura
-Sule Candia, Anselmo
-Thayer Arteaga, William
-Urenda Zegers, Beltrán
-Valdés Subercaseaux, Gabriel
-Vodanovic Schnake, Hernán
-Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia, de Agricultura, de
Transportes y Telecomunicaciones y Secretario General de Gobierno.
Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de
Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.

II. APERTURA DE LA SESION

-Se abrió la sesión a las 16:29, en presencia de 41 señores Senadores.

El señor VALDES (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACION DE ACTAS

El señor VALDES (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 18a,
ordinaria, en 17 de agosto del presente año, en su parte pública, que no ha
sido observada.

El acta de la sesión 19a, ordinaria, en 18 de agosto, se encuentra en
Secretaría, a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima,
para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor VALDES (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han
llegado a Secretaría.

El señor LAGOS (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones
recibidas:

Mensajes

Dos de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con los que incluye
en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional
los siguientes proyectos de ley:



1.- El que establece nuevas normas en materia de aviación comercial y
modifica el Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil.

2.- El que modifica el N° 2 del artículo 42 de la ley N° 18.603, Orgánica
Constitucional de los Partidos Políticos, iniciado en moción de los Senadores
señores Hormazábal, Papi, Sule y Thayer.

-Se toma conocimiento.

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados:

Con el primero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que
dispone erigir, en la ciudad de Santiago, un monumento en memoria de las
víctimas de violaciones de los derechos humanos, con urgencia calificada
de "Simple".

-Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Con los dos siguientes informa que ha otorgado su aprobación a las
proposiciones formuladas por las respectivas Comisiones Mixtas constituidas
para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación de
los siguientes proyectos:

1.- El que modifica la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones,
con urgencia calificada de "Simple".

-Queda para tabla.

2.- El que establece y modifica normas previsionales y sobre procedimientos
en juicios que indica.

-Se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que da respuesta a
un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Soto, referido a los
problemas que enfrentan las exportaciones hortofrutícolas de nuestro país.

Del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio enviado en
nombre del Senador señor Navarrete, relacionado con el financiamiento para
la construcción de un Centro de Rehabilitación Conductual en la ciudad de
Angol, Novena Región.

Tres del señor Ministro de Bienes Nacionales:

Con los dos primeros responde sendos oficios enviados en nombre del
Senador señor Frei (don Arturo). Uno, relativo a la aplicación de las nuevas
normas técnicas para la regularización de los títulos de dominio, y el segundo
referente a la eventual destinación de terrenos a otra entidad, los cuales, en
principio, estaban asignados al Servicio de Salud Concepción-Arauco.



Con el tercero se refiere a un oficio enviado en nombre del Senador
señor Lagos, sobre la posibilidad de destinar un bien raíz para sede de la
Agrupación de Padres y Amigos de Personas con Daño Cerebral Severo, en
la ciudad de Iquique.

-Quedan a disposición de los señores Senadores.

Del señor Contralor General de la República, con el que expresa su opinión
respecto de las disposiciones del proyecto de ley, en segundo trámite
constitucional, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del
Estado, especialmente acerca de aquellas que otorgan atribuciones a ese
organismo contralor.

-Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus
antecedentes.

Del señor Jefe de la División Jurídico-Legislativa del Ministerio Secretaría
General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio enviado a
Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre del Senador señor
Romero, acerca de la posibilidad de patrocinar una iniciativa legal destinada
a condonar las deudas de las denominadas parcelas CORA.

Del señor Secretario Ministerial de Planificación y Coordinación de la Octava
Región, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor
Frei (don Arturo), tocante al proyecto de telefonía rural para localidades de
la comuna de Yumbel que indica.

-Quedan a disposición de los señores Senadores.

Comunicación

Del señor Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la
que solicita el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo
trámite constitucional, que modifica las leyes del Mercado de Valores, de
Administración de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión, de Fondos
de Pensiones, de Compañías de Seguros y otras materias que indica,
actualmente en trámite en la Comisión de Hacienda de esta Corporación, sea
estudiado por esa Comisión en lo relativo a sus aspectos provisionales y, en
especial, en cuanto a las modificaciones del decreto ley N° 3.500, de 1980.

El señor VALDES (Presidente).- La Mesa tiene serias dudas sobre la petición
de que un proyecto de carácter netamente financiero sea tramitado también
en la Comisión de Trabajo, máxime cuando no conoce los antecedentes
sobre la materia.

Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZABAL.- Señor Presidente, son explicables esas
dudas, porque lo mismo nos pasa a algunos miembros de Comisiones
especializadas cuando materias propias de ellas son abordadas por otras.
Pero, en este caso, debería pronunciarse la Comisión de Trabajo y Previsión



Social, toda vez que, al analizar el conjunto de leyes involucradas en el
mercado de capitales, se observa que numerosos artículos y capítulos
específicos de las mismas modifican normas sustantivas del régimen del
decreto ley N° 3.500, que se refiere a la modalidad de otorgamiento de las
pensiones, objetivo básico del sistema previsional.

Por tal motivo, la Comisión de Trabajo, por la unanimidad de sus miembros,
solicita que le sean enviados para su estudio los aspectos del proyecto que
dicen relación a su especialidad, en razón, primeramente, de la naturaleza
misma del asunto en cuestión; y en segundo lugar, del esquema de trabajo
existente en el Senado, el cual implica que las Comisiones especializadas
sean las que deban abordar las materias que les son específicas. Porque el
acucioso y muy serio examen que está haciendo la Comisión de Hacienda al
respecto se traduce en que ella, por la multiplicidad de temas que contiene
la iniciativa, no haya podido discutir en profundidad lo relativo a las rentas
vitalicias, por ejemplo. Y en este aspecto el Gobierno ha formulado una
indicación relativa precisamente al sistema de pensiones.

Señor Presidente, ése es el fundamento de que nuestra Comisión, por
unanimidad, estimara pertinente la solicitud planteada.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIU.- Señor Presidente, el proyecto de ley en cuestión modifica
de manera sustantiva importantes textos legales en vigor, los cuales se
refieren a distintas materias -a la Superintendencia de Compañías de
Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, a la Ley sobre
Mercado de Capitales y a la ley que regula las AFP- en la perspectiva de
hacer cambios profundos en la materia y modernizar dichos mercados.

Actualmente, la iniciativa se halla en estudio en la Comisión de Hacienda,
a la cual me he integrado. Ella se encuentra realizando un trabajo bastante
acucioso sobre el particular. Y, en verdad, algunas normas no podrían ser
objeto de un análisis separado por los aspectos que contienen, sea que se
refieran a asuntos de trabajo o a temas pertenecientes al ámbito de otras
Comisiones.

Aquí se plantea que la Comisión de Hacienda no ha tratado en profundidad
lo relativo a las rentas vitalicias, lo que no es efectivo. Ella se ha abocado con
acuciosidad al aspecto sustantivo del problema relacionado con el mercado
de valores y la modernización del mismo.

Por lo anterior, señor Presidente, considero muy inconveniente que el
proyecto sea desglosado en los diferentes aspectos que consagra, para
que puedan ser tratados por otras Comisiones, porque la de Hacienda está
haciendo un estudio detallado sobre el particular.

El señor ZALDIVAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.



El señor ZALDIVAR.- Deseo apoyar el planteamiento de la señora Senadora,
pues me ha correspondido participar activamente en el estudio del proyecto,
el cual es netamente de orden financiero al estar relacionado con el mercado
de valores. Por supuesto, involucra otras legislaciones, entre ellas el decreto
ley 3.500, pero no en cuanto a modificar o reestructurar el sistema de las
AFP, sino en la idea de su vinculación con el mercado de valores. Se habla
de cuáles son los límites de inversión que pueden tener las administradoras
de fondos de pensiones en dicho mercado, de su capacidad para invertir en
el extranjero y de cómo efectuar el control de los directorios de las mismas
para los efectos del establecimiento de lo que se llama "la información
privilegiada", con el objeto de evitar que dentro del sistema financiero
haya personas que, por sus conocimientos en la materia -sobre todo los
administradores de las AFP y la gente vinculada al sector- puedan anticiparse
y realizar inversiones en beneficio propio.

En cuanto al tema de las rentas vitalicias, debo decir que, efectivamente, el
Gobierno ha formulado una indicación tendiente a corregir no el problema
relacionado con ellas, o cómo se calculan o son eliminadas frente a una
jubilación programada o una anticipada, sino más bien con el propósito de
determinar un proceso de información para que la persona pueda optar
entre el régimen de pensión de las AFP o el sistema de renta vitalicia,
con la posibilidad de regular sobre todo lo relacionado con las normas de
intermediación de las personas autorizadas para establecerla en relación con
los pensionados.

El proyecto en cuestión no contiene precepto alguno que altere o ponga en
juego el sistema previsional. La Comisión de Hacienda recién terminó de
estudiarlo en general en el día de hoy y, según me informó su Secretario,
la elaboración del informe al demorará varios días y sobrepasará las 600 ó
700 páginas. Una vez que esté listo, el Senado podrá entrar a examinar en
general una iniciativa muy compleja. Luego viene la discusión particular. De
manera que si un señor Senador de otra Comisión tuviera interés en alguna
materia específica, perfectamente bien podría participar en la Comisión de
Hacienda y hacer sus observaciones en esa etapa del debate. Pero el
proyecto, en mi opinión, es propio de esta última Comisión, y, por tanto, sería
un error transferir el análisis de algunas de sus materias o de parte de ellas,
en forma no coherente, a otra Comisión que pudiera determinarse como la
especializada. A mi juicio, el organismo técnico en esta materia es, lo repito,
la Comisión de Hacienda y no otra.

Gracias, señor Presidente.

El señor NAVARRETE.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear una
cuestión de procedimiento.

El señor VALDES (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor NAVARRETE.- Señor Presidente, veo que estamos yendo al fondo
del problema y creo que eso no corresponde. Propongo que este asunto lo



resuelvan los Comités, que pueden estudiar distintas fórmulas para zanjar la
dificultad. Pero, repito, pienso que no procede efectuar el debate de fondo
ahora.

El señor PIÑERA.- ¿Me permite, señor Presidente, para decir algo muy
breve?

El señor VALDES (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor PIÑERA.- Gracias, señor Presidente.

Voy a dar dos razones sobre el punto en discusión.

En primer lugar, es obvio que todos los asuntos que estudia la Comisión
de Hacienda tienen que ver con otros sectores, porque los recursos o
dineros son meros instrumentos de la actividad real que los hombres realizan
en distintos ámbitos. Con el criterio que se invocaba, cada vez que ese
organismo se ocupara de un tema tributario que afectara a la agricultura, a la
minería, a la construcción o a la industria, el proyecto tendría que pasar por
cada una de las Comisiones especializadas, lo que no procede. Por tanto,
en esta materia, sin duda, el organismo técnico es la Comisión de Hacienda.

Adicionalmente, en este caso la iniciativa modifica diversas leyes (la del
mercado de valores, la de las AFP, la de compañías de seguros, la de
fondos de inversión) y toca temas que abarcan a todos los mercados en
forma simultánea, como lo son, por ejemplo, el de los límites de inversión
y el del manejo de los conflictos de intereses. En consecuencia, para que
el estudio del proyecto tenga coherencia es necesario que sea analizado
en su conjunto. Tal es la razón por la cual la Comisión de Hacienda se
abocó por semanas a examinar esta iniciativa, de enorme complejidad, que
abarca materias tremendamente importantes para el buen funcionamiento
del mercado de capitales.

Ahora bien, si el criterio fuera que el texto pasara por cada una de las
Comisiones involucradas, entonces tendría que ser visto no sólo por la de
Trabajo, sino también por todas las demás. Por tanto, con la reforma laboral,
que afectaba el funcionamiento de los mercados del trabajo en los distintos
sectores de la economía, tendría que haber ocurrido lo mismo. Seguir ese
criterio significaría en la práctica que casi todos ellos debieran ser vistos por
todas las Comisiones.

En consecuencia, señor Presidente, no me parece conveniente, para la
buena marcha del Senado y para el buen despacho de la iniciativa, que ésta,
que fue analizada en general durante semanas por la Comisión de Hacienda,
pase a otra Comisión, sobre todo si consideramos que en el segundo informe
podrán estudiarse en ese organismo las observaciones que formule cualquier
Senador perteneciente a otra Comisión.

Gracias, señor Presidente.



El señor VALDES (Presidente).- Yo estoy de acuerdo con el Senador señor
Navarrete en cuanto a que no deberíamos entrar a discutir ahora el fondo
del problema. Pero, ¿sería posible -no veo al Presidente de la Comisión de
Trabajo, quien planteó el asunto- que para el estudio del proyecto en cuestión
las Comisiones de Hacienda y de Trabajo actuaran en conjunto?

El señor THAYER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría

El señor THAYER.- Señor Presidente, no está presente en la Sala en
este momento el Presidente de la Comisión de Trabajo, pero yo no tengo
inconveniente, por mi parte, en que este asunto sea resuelto por los Comités.

Sin embargo, quiero decir lo siguiente. Estamos frente a un problema
muy especial, porque una materia típica de la seguridad social, como la
referente a pensiones, cambió totalmente su régimen, y en vez de tener la
responsabilidad correspondiente el Estado -como era antes-, ahora la tiene el
buen o mal manejo de los fondos provisionales. Puede ser que el criterio para
manejar los fondos previsionales provoque buenos resultados inmediatos
pero malos a largo plazo, que es lo que interesa saber desde el punto de
vista de la jubilación. Y eso es lo que nosotros queremos ver.

En todo caso, repito, no tengo inconveniente en que este asunto sea
analizado por los Comités.

El señor VALDES (Presidente).- Como no existe acuerdo, hay dos
alternativas: o votamos ahora el asunto o el problema lo resuelven los
Comités.

La Mesa propone lo último, para no alargar innecesariamente la discusión.

El señor RUIZ (don José).- Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor SULE.- Nosotros también.

El señor VALDES (Presidente).- Por lo tanto, así queda acordado.

El señor VALDES (Presidente).-- En otro orden de cosas, debo informar
que la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos ha solicitado
autorización para sesionar simultáneamente con la Sala del Senado, de 17
a 19.

Solicito el asentimiento del Hemiciclo, pero con la advertencia de que en el
Orden del Día figuran proyectos que tienen quórum especiales, algunos de
ellos bastante altos. De manera que la autorización se otorgaría en la medida
en que ella no perturbara la sesión plenaria de la Corporación.

Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.

Acordado.



Por otra parte, comunico que a las 19 está citada la Subcomisión que tiene
a su cargo el presupuesto del Congreso Nacional. Así que los Senadores
pertenecientes a ella -entre los que me cuento- nos ausentaremos de la
Sala, aunque por poco tiempo, pues en esa materia ya existe acuerdo con
Hacienda.

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, ¿funcionará hoy día la Comisión
Especial Mixta de Presupuestos?

El señor VALDES (Presidente).- Ella se reunirá tan pronto como se termine
el estudio de las partidas correspondientes a los Ministerios.

El señor PIÑERA.- Tenía programada una sesión para el día de hoy, señor
Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- Sí, pero no se podrá llevar a cabo porque hay
Subcomisiones que aún no han terminado su trabajo, entre otras, la que debe
analízala, el presupuesto del Parlamento, que se reunirá a la hora recién
indicada.

Se presume que todo estará listo la semana próxima, cuando podrá iniciar
su labor la Comisión Especial. Según su Presidente, el examen del proyecto
debería quedar finalizado esa misma semana o a más tardar el 19 de octubre.

El señor SIEBERT.- Señor Presidente, la Subcomisión que estudiará el
presupuesto del Congreso, ¿tiene algo que ver con la ley de plantas del
mismo?

El señor VALDES (Presidente).- Nada, señor Senador; sólo analizará el
presupuesto del Poder Legislativo para el año 1994. Y desde ya invito a Su
Señoría a participar en la reunión de esa Subcomisión.

Queda terminada la Cuenta.

El señor VALDES (Presidente).- Existe acuerdo de Comités para rendir de
inmediato dos homenajes: el primero es a la ciudad de Rancagua, con motivo
de conmemorarse 250 años de su fundación, y el segundo es a la ciudad de
Coyhaique, que también celebra su aniversario.

Para rendir homenaje a la ciudad de Rancagua, tiene la palabra el Honorable
señor Díaz.

HOMENAJE A LA CIUDAD DE RANCAGUA EN SU 250°
ANIVERSARIO

El señor DIAZ.- En primer lugar, agradezco la deferencia de mis Honorables
colegas por permitir que este homenaje se rinda a primera hora, en
consideración a que se hallan en las tribunas autoridades de la Región,
especialmente comunales, y el Congreso Estudiantil de Rancagua.



Señor Presidente, algunas ciudades han alcanzado fama por haber sido
capitales de poderosos imperios, por sus grandes riquezas o por ser cunas de
religiones universales, de civilizaciones modélicas o de culturas milenarias.
Otras, por sobre geografías y siglos, han ganado fama universal por sus
hechos heroicos.

Nos conmueven el martirio del pueblo judío en Masada y Jerusalén, la
inmolación de los griegos en las Termópilas, la resistencia de los españoles
en Toledo y Zamora, y la de los rusos en Estalingrado. Y nos conmueven,
por sobre todo y por ser tan nuestras, Iquique y Rancagua.

A esta ciudad con nombre y apellido, "Rancagua heroica", rindo homenaje
en justa fecha y excelsa tribuna: a 250 años de su fundación y en el Senado
de la República. Tan alto honor me lo otorga el haber sido su Alcalde por dos
períodos y el ser Senador por la Región de la cual ella es capital.

Al título de heroica añade el de histórica. Así lo afirma, entre otros, don
Francisco Antonio Encina, al decir: "El último y sangriento capítulo de la
historia de la Patria Vieja demostraba la existencia de un germen capaz
de mover grandes fuerzas morales que más tarde habrían de pesar en los
destinos de la revolución". Y añade: "La dramática retirada de Rancagua
había acabado con el último vínculo que unía en lo político a Chile y España".
Esa España imperial que nos envió a Diego de Almagro, primero, y más tarde
a Pedro de Valdivia, conquistador que a poco fue conquistado por esta tierra,
a la cual elogió en inspiradas cartas a Carlos V.

Tenía razón para ello.

No es coincidencia que el más antiguo vestigio de vida humana en territorio
chileno, "el hombre de Cuchipuy", se haya descubierto en el valle del
Cachapoal, donde era templado el clima, abundante la caza y la pesca, y
protector de inclemencias el bosque.

A este valle de promisión llegaron los pehuenches, los incas y los
promaucaes o "bailarines libres". Quizás el apelativo de estos últimos
responda a hombres que vivían en una libertad sin fronteras, en la fiesta
prolongada de una naturaleza pródiga.

Así vio esa tierra el gobernador don José Antonio Manso de Velasco cuando
asentó sus reales a orillas del Cachapoal, en el caserío indígena llamado
Rancagua (tierra de carrizos), propiedad del cacique cristianizado don Tomás
Guaglén de las Estrellas.

El valle era y es hermoso.

Lo dice don Eusebio Lillo en los inmortales versos de nuestro himno nacional:

"Puro, Chile, es tu cielo azulado"... de un azul tan diáfano y luminoso que, al
mirarlo fijamente, se arruga el entrecejo.



"Y tu campo de flores bordado"... es copia edénica, con flores prometedoras
de frutos permitidos.

"Majestuosa es tu blanca montaña"... de majestuosidad blanca y externa,
con riqueza roja y escondida.

El gobernador, en sus incesantes viajes, va sembrando pueblos por órdenes
de su Rey (cédula real de 1695, ratificada por Carlos II en 1735), lo que hace
con íntimo gozo y asombrosa eficacia.

Estas fundaciones deben cumplir algunos objetivos, entre los cuales está el
de exigir que los pueblos "estuvieran a distancias proporcionadas unos de
otros a fin de sostenerse en mutuo socorro".

La nueva villa responde a esta condición, pues está a 24 leguas de la capital
del Reino, Santiago, y a 16 de San Fernando de Tinguiririca, que, a su vez,
se sitúa a similar distancia de San José de la Buena Vista de Curicó, en el
camino real hacia Concepción. Responde también a las necesidades de los
asentamientos humanos.

Elegido el lugar, coincidente con el deseo del gobernador, se funda el pueblo
el 5 de octubre de 1743. En solemne ceremonia y en nombre del Rey, el
gobernador planta el estandarte de la Compañía de Jesús en el centro de la
futura plaza. Esta tendrá forma de cruz, y la villa se llamará "Santa Cruz de
Triana". El anuncio es recibido con "muchos aplausos de los circunstantes".
No hay precedentes ni repeticiones de esta singular plaza en cruz.

Al conmemorarse los 250 años de la fundación, rendimos homenaje a la
ciudad y a su fundador. El amó la naciente villa como a hija predilecta. La
permanente preocupación de consolidarla y engrandecerla se manifiesta en
informes oficiales, cartas y frecuentes visitas.

El Gobernador de Chile, Virrey del Perú y Conde de Superunda don José
Antonio Manso de Velasco:

"Es uno de los grandes hombres

de la historia de Rancagua

que merecen el bronce

de la paz y las batallas

Oriundo es el gentil Conde

de la Madre Patria España"...

Chile y las ciudades por él fundadas lo recuerdan en monumentos, plazas,
avenidas, y en páginas de la historia patria, en tardía reparación a las
injusticias sufridas de parte de una monarquía a la cual sirvió con fidelidad
ejemplar.



La villa crece en su ausencia y más allá de su triste muerte.

Los vientos pacíficos que mueven las aspas de los molinos coloniales, las
giraldas y las veletas volubles, inflan también los velámenes de los navíos
que traen, desde lejanas partes, noticias atrasadas, fragmentarias y ajenas.
Revolución en Francia, caen las monarquías, libertad, terror, fraternidad,
Robespierre, igualdad, guillotina, República, Cónsul Bonaparte, Imperio,
Napoleón I.

Las noticias que atraviesan los océanos ya no son tan ajenas.

El Corso revolucionario trepa por el árbol de la libertad, para alcanzar la
corona imperial, y más tarde trepa los Pirineos, para alcanzar la de España
y coronar allí a su hermano José.

Las noticias son siempre lejanas, pero ya no son ajenas. Los súbditos de
Carlos IV y luego de Fernando VII, prisionero de Napoleón, ven en el trono
de España a un extraño al cual no han jurado fidelidad.

Los vientos otrora pacíficos son ahora amenazantes, de libertad,
aventadores de realezas y gobernaciones, y las nuevas son ya demasiado
cercanas y propias. Tanto, que el vecino dueño de la hacienda de Rancagua
(antes perteneciente a la Compañía de Jesús, a los expulsados jesuitas), don
Mateo de Toro y Zambrano, es elegido Presidente de la Junta de Gobierno,
el 18 de septiembre de 1810. Tanto, que conspicuos rancagüinos participan
de ese cabildo abierto y las milicias de la villa son convocadas a resguardar
el acto.

Una semana mas tarde, el cabildo local adhiere a la Junta de Gobierno.

Los acontecimientos se suceden con velocidad vertiginosa para la época:
Junta elegida y depuesta, irrupción de José Miguel Carrera como un rayo
guerrero, triunfos, derrotas, avances, retrocesos, disputas de caudillos. Los
realistas se acercan a la Capital.

El General Mariano Osorio, al frente de tropas aguerridas y numerosas,
vadea el río Cachapoal y sitia Rancagua, que defiende el General Bernardo
O'Higgins.

Los chilenos conocen la epopeya del 1° y 2 de octubre de 1814 y el heroísmo
de militares y civiles en defensa de la ciudad que era en ese momento patria
y libertad recién ganada.

En el sitio de Rancagua se escribe, a punta de bayoneta y de espada, la
historia de Chile: fin de la efímera Patria Vieja y comienzo de la Reconquista.

Septiembre es el mes de la Patria. Octubre es el mes de Rancagua.

Un 5 de octubre de 1743 nace la villa como promesa de paz y de felicidad
personal y colectiva bajo buenos auspicios. Una cruz y un estandarte marcan
el centro de la futura plaza.



5 de octubre de 1814: Rancagua, mártir ceniciento, entierra sus dos
mil muertos, en silenciosas procesiones de cruces, lamentos, responsos,
expiatorios y réquiem.

Ese día tuvo su fin Santa Cruz de Triana y nació Rancagua. Una bandera
negra, hecha jirones, flamea en la torre de la Merced.

Ese mismo día, Santiago, radiante y alborozado, recibe al General Mariano
Osorio y a sus tropas realistas triunfadoras, con vítores, banderas, himnos
marciales, Te Deum de acción de gracias, condecoraciones y saraos. Un
arco de triunfo engalana la Alameda de las Delicias.

En idéntica fecha, la cordillera de los Andes, inmutable a los azares de la
guerra, era el camino del éxodo de una multitud de patriotas que al hambre,
al cansancio y al frío sumaban la angustia de un futuro incierto, la pérdida de
la libertad, el alejamiento de la patria y de afectos.

No se concibe la batalla sin recordar al Libertador, al defensor de Rancagua
y Padre de la Patria:

"Bernardo O'Higgins que al choque

de su empuje y de su espada

el cerco mortífero rompe

en épica atropellada,

en potro de estirpe noble

atraviesa la montaña

¡Vivo el recuerdo de El Roble!

¡Más lacerante es Rancagua!

Vidas paralelas, en los últimos años, las de dos hombres tan decisivos en el
desarrollo e independencia de Chile.

El fundador muere en el destierro, despojado de sus cargos militares.

El Libertador muere en el destierro (Perú), habiéndosele restituido el rango
de Capitán General sólo siete días antes de su inminente deceso.

El ostracismo duró 19 años.

Rememorar, en esta solemne ocasión y Alta Cámara, hechos, nombres que
han destacado en ciencias, artes, letras, en la política, en la empresa, en el
periodismo o el deporte, la docencia o el apostolado de la ciudad, es escribir
un libro de muchas páginas.

Lo han hecho otros, con erudición y vocación profundas. Ello también se hará
en el futuro.



Cada 1° y 2 de octubre la ciudad se engalana, en una fiesta multitudinaria que
culmina con el desfile cívico-militar en homenaje a los héroes de Rancagua,
presidido por el Primer Mandatario y con la concurrencia de las Escuelas
Matrices de Carabineros y de las Fuerzas Armadas.

La multitud se dirige al escenario recorriendo calles que evocan a aquellos
que cayeron en la lucha y a quienes sobrevivieron para volver a luchar en
Chacabuco y en Maipú. Llega por el oriente desde Freire, Alcázar, Vial o
Abanderado Ibieta; se desplaza desde el norte por Cuevas, O'Carrol, Millán,
Astorga, Bueras y Campos; se acerca por el sur a lo largo de Carrera, Maruri
y Molina. Y, en gestos de reconciliación sin parangón, viene desde Mariano
Osorio y, también, desde Los Talaveras.

Han transcurrido 250 años de la fundación y hoy Rancagua es la orgullosa
capital regional, construida sobre roca y no sobre arena, que desafía el
advenimiento del tercer milenio de la era cristiana asentada en la firmeza de
su tierra pródiga, así como en el amor y la laboriosidad de sus hijos.

Algunos de ellos están aquí esta tarde.

Se encuentran presentes las autoridades que presidieron los recientes actos
del 2 de octubre, aquellos que desfilaron y los jóvenes que participaron en
el reciente Parlamento Estudiantil.

Rancagua, capital de Región, crecerá al unísono con sus 32 comunas
hermanas; crecimiento fraterno y solidario, vinculado en la prosperidad y la
adversidad.

La Creación nos hizo montaña mineralizada, mar alimenticio, ríos que
despiertan, a golpes de agua, los trigos dormidos. La inteligencia y la técnica
represaron los caudales y crearon lagos que generan fuerza y luz, y otros
que transforman en vergeles la tierra árida.

En horas de exaltación cívica, quienes soñamos la ciudad a escala humana
tenemos visiones de futuro que se confunden con antiguas palabras, que un
día fueron proféticas: "La Villa será una de las buenas poblaciones por sus
apetecidas cualidades".

Sí, señor Gobernador y Fundador, don José Antonio Manso de Velasco:
"Rancagua, como el ave fénix, renació de sus cenizas porque su heroísmo
la inmortalizó".

Sí. Renació y ha alcanzado un alto vuelo. Y ostenta el título de "Muy Noble y
Leal" que usted le confirió, señor General Libertador don Bernardo O'Higgins
Riquelme.

He dicho.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sule.



El señor SULE.- Señor Presidente, Honorables colegas, autoridades
representantes de Rancagua:

En la segunda mitad del siglo XVIII, los gobiernos coloniales dieron un
acelerado ritmo al desarrollo económico y cultural del país. La ruptura del
monopolio comercial impuesto por la Corona española significó agilizar los
negocios y una apertura al mundo de la Ilustración.

Entre los gobernadores que en esa época sobresalieron por su labor de bien
público es justo mencionar a don José Antonio Manso de Velasco, llamado,
con razón, "el fundador de ciudades". No menos de seis de ellas deben su
existencia al esfuerzo y dedicación de este jefe de gobierno.

Rancagua figura en la lista de las fundaciones de ese período. Nació con el
nombre de "Villa Santa Cruz de Triana", en 1743, como una evocación de un
barrio típico de Sevilla. Los terrenos en que se levantó fueron un obsequio
del cacique de la zona Tomás Guaglén, y la justificación para fundarla derivó
de la necesidad de concentrar en un sólo lugar los diferentes villorrios que
existían en la zona, para contrarrestar el bandidaje prevaleciente. En el
fondo, fue una medida de seguridad. El plano de la villa se trazó el 9 de
octubre de 1744.

Pero el título de ciudad lo obtuvo mediante decreto supremo de 27 de mayo
de 1818. Se estima que ello constituyó un homenaje a la heroica resistencia
que en la memorable batalla de octubre de 1814 opusieron O'Higgins, sus
hombres y el pueblo de Rancagua a la invasión del ejército español.

En su primera etapa de desarrollo, la ciudad vivió, fundamentalmente, de
la actividad agrícola de la zona, cuyos fértiles campos, regados por ríos
caudalosos, dieron impulso a los más variados productos de la tierra.
El sector pecuario también contribuyó en aquella época, como continúa
haciéndolo hoy, con un aporte significativo a la realidad económica de la
población.

Ante la llegada del conquistador español, los indígenas practicaron la
extracción y explotación del cobre en escala artesanal. Más tarde se
instalaron en esos vastos territorios agrícolas y mineros los monjes de
la orden de los jesuitas, dueña de la hacienda de la Compañía, una
de las mayores de las cincuenta que logró tener en Chile. También le
perteneció el complejo minero de El Teniente, entre otras propiedades. Pero
la preocupación básica de los jesuitas fue, sin lugar a dudas, la agricultura.
Después de su expulsión del país, en 1767, la hacienda fue rematada y
adquirida, en gran parte, por el prestigioso y acaudalado comerciante don
Mateo de Toro y Zambrano, quien más tarde -como dijo el Senador señor
Díaz- ocupó el cargo de Presidente de la Primera Junta de Gobierno. Don
Mateo también orientó sus preocupaciones a la agricultura.

A propósito de la mina El Teniente, la historia ha recogido un episodio con
caracteres de leyenda, que bien podría ser un hecho verídico. Un oficial del
ejército español al informarse de que se tomaría una medida disciplinaria en



su contra, resolvió fugarse del regimiento y cruzar la cordillera de Los Andes
para radicarse en Argentina. Cuando avanzaba hacia las cumbres, notó que
en un cerro sobresalían vetas verdosas, propias de la existencia de mineral.
Recogió algunas piedras de muestra y volvió rápidamente a Santiago para
dar cuenta del hallazgo a sus superiores, con la esperanza de recibir el
perdón. Así sucedió, y, en su homenaje, la mina fue bautizada como "El
Teniente", en 1760. Sin embargo, ésta tuvo que esperar largos años antes
de su explotación a escala internacional. Ello se concretó con la llegada de
capitales foráneos.

En el transcurso de los doscientos cincuenta años que cumple la ciudad,
su paisaje material y humano se ha transformado. La infraestructura urbana
es la de una ciudad moderna. El comercio y la agroindustria generan
una progresiva fuerza de trabajo. El cobre y la agricultura permanecen
como pilares de la economía regional. La cultura y la educación están
representadas por una pléyade de escritores, entre los que se cuentan
Baltazar Castro, el poeta Oscar Castro y Gonzalo Drago, quien preside el
Centro Cultural "Los Inútiles". El sector educacional también responde al
ritmo moderno de la ciudad con el funcionamiento de la Universidad Regional
Leonardo da Vinci, de la Universidad EDUCARES, de institutos profesionales
y de toda la gama del sistema de enseñanza tradicional, más el magnífico
diario "El Rancagüino", cuyo director se halla en las tribunas del Senado.

Pero la sombra colonial todavía ronda en la ciudad. Con legítimo orgullo
funciona el Museo Regional, donde se puede conocer y admirar antiguas
reliquias que nos muestran el paso del tiempo. Para retroceder al pasado, allí
se exhiben muebles, salones y vestuario utilizados por los próceres; pinturas,
e imaginería religiosa. El famoso poeta y actor nacional Alejandro Flores
donó a ese Museo valiosas reliquias coloniales. El huaso con manta de tres
colores está siempre presente en los grandes acontecimientos locales.

Y, como símbolo viviente de la vieja y orgullosa historia de la ciudad, se
levantan sus iglesias, que alguna vez sirvieron de cuartel general a las
fuerzas patriotas. La Catedral y la Iglesia de la Merced se llenaron de sangre
y de gloria durante la batalla que puso fin al período de la Patria Vieja.

Con toda razón Rancagua es llamada "la histórica ciudad". La gesta que
protagonizó O'Higgins al abrirse paso por sobre las trincheras del enemigo
inmensamente superior en número no tiene precedente en las luchas por la
independencia nacional. Allí se inmortalizó el padre de la patria.

En toda sociedad existen grandes hombres que trabajan en el anonimato
o que, simplemente, no aspiran al reconocimiento y al aplauso. Los
empresarios; los trabajadores intelectuales y manuales; los comerciantes;
los periodistas; los hombres y mujeres de iglesia, representan la fuerza de
todos los días y de todas las horas que van forjando la grandeza de un país
y de una región. Rancagua está orgullosa, ¡tremendamente orgullosa!, de la
pujanza de sus habitantes.



Señor Presidente, al concluir estas palabras de homenaje a la fundación y
trayectoria de Rancagua, quiero formular un pensamiento que nace desde
una muy íntima convicción.

Por su glorioso pasado y su promisorio presente; por la naturaleza de su tierra
y de su gente; por la belleza de su paisaje; por la variedad de sus productos
básicos e industriales; por el amor a los valores que han configurado su
identidad profundamente regional, y por el significativo aporte que hace al
desarrollo nacional, Rancagua constituye una auténtica síntesis de lo que es
Chile, con sus sueños y esperanzas. Si en su pasado se inspira su futuro,
sin lugar a dudas éste ha de ser inmensamente fecundo.

He dicho.

El señor VALDES (Presidente).- Todos compartimos las palabras
pronunciadas por los dos señores Senadores representantes de la Sexta
Región. Deseo adherir a ellas en nombre de la Corporación, sin otro mandato
que el emanado de una razón lógica: es una fecha significativa, y, sin duda,
se trata de una gran ciudad.

HOMENAJE A 64° ANIVERSARIO DE COYHAIQUE

El señor VODANOVIC.- Señor Presidente:

El 12 de octubre de este año la capital de la Undécima Región, Coyhaique,
celebra una efeméride muy importante, pues cumple 64 años.

Creo menester, entonces, rendir hoy en el Senado un cálido homenaje a esa
ciudad, fundada por el recordado Intendente Luis Marchant González con el
nombre de "Baquedano", en un sector conocido por los lugareños de esa
época como "Pampa del Corral".

En gran medida, Coyhaique debe su vida a la energía, audacia y capacidad
del Intendente Marchant. Y el mejor ejemplo de ello es que no se amilanó
ante ninguna adversidad, ni siquiera cuando debió comunicar a la poderosa
Sociedad Industrial de Aysén que este nuevo asentamiento humano se
emplazaría en el corazón mismo de los extensos terrenos que llegó a tener,
en calidad de arriendo por parte del Estado, aquella empresa privada. El
argumento aducido por el Intendente en favor de fundar una nueva ciudad
era inapelable. La constante confluencia de trabajadores y sus familias en
ese punto, conocido como "Pampa del Corral" -con crecientes necesidades
de todo orden-, hacía imperioso e inevitable que el Estado interviniese.

La oposición inicial de la Sociedad Industrial de Aysén a que esa bullante
zona se transformara en un poblado autónomo fue la detonante que despertó
la audacia de los colonos, que hoy tanto se alaba.

Los vecinos Juan Mackay Falcón y Carlos Rodríguez, entre otros, surgieron
por aquellos días como auténticos líderes regionales al izar el pabellón patrio
en sus casas construidas en los terrenos de la Sociedad Industrial de Aysén,



y al dar a sus hogares un uso social ejemplar, transformándolas en posadas
que sirvieran a los jinetes, a los caminantes y a los recién llegados.

El visionario Intendente Marchant saludó la audacia con que actuaron los
viejos colonos y fue comunicando cada episodio al Ministerio del Interior,
sugiriéndole a esa Secretaría de Estado la creación de una nueva ciudad que
diera cuenta de las renovadas actividades económicas y de las cambiantes
realidades sociales que se iban gestando en esos terrenos de la Sociedad
Industrial de Aysén, una empresa que, por sus características y estructura
productiva, estaba quedando claramente a la zaga.

El Gobierno central apoyó esta iniciativa regional, ya que recibía informes
análogos acerca de la pujanza que se observaba en esa zona por parte
de la Oficina Provincial de Caminos y de la Oficina Provincial de Tierras
y Colonización. Luego, el propio Administrador General de la Sociedad
Industrial de Aysén, Thomas Anderson, debió admitir lo inevitable que era
la creación de un asentamiento humano independiente de su empresa, y
empezó a integrarse paulatinamente a las actividades preparatorias de la
fundación.

Baquedano comenzó su vida propia el 12 de octubre de 1929, fecha en que
se firmó su Acta de Fundación. Sin embargo, por diversas razones, el pueblo
entero estuvo en condiciones de celebrar este paso histórico sólo dos años
después, cuando tuvieron lugar ceremonias oficiales correspondiente. Pero
no fue sino hasta 1934, al llegar a esa localidad, en calidad de Subdelegado,
don Maximiliano Casas, que Baquedano recibió un verdadero impulso. Este
dinámico hombre afianzó las actividades de tipo administrativo; recorrió toda
la región; regularizó los contactos postales, radiales y comerciales con el
resto del país, y estableció una relación más fluida con los sectores políticos
más importantes a nivel nacional, a quienes planteó la urgente necesidad
de una mayor preocupación del Estado por la Patagonia chilena. Incluso,
Maximiliano Casas previo la eventualidad de que en el futuro Baquedano
se transformase en el centro urbano más importante de la región. También
visualizó la importancia de la aviación como herramienta para superar el
aislamiento, e hizo construir la primera pista de aterrizaje. Fue durante su
época como autoridad local cuando la Patagonia comenzó a tener contacto
postal, informativo y administrativo de manera regular con el resto del país,
principalmente con Santiago.

Baquedano recibió su actual denominación de Coyhaique por decreto del
Ministerio del Interior en 1939, en virtud de la confusión que se producía
con otras localidades del país que llevaban el mismo nombre. Sin duda,
Coyhaique es una denominación más característica y adecuada, tanto más
cuanto que era lo voz utilizada por los tehuelches -quienes estaban en esa
zona alrededor del siglo XVI- para referirse a. los lugares con predominio
lacustre en su geografía.

En esta oportunidad, cuando estamos rindiendo un homenaje a Coyhaique,
es pertinente realzar el sacrificio y empuje que demostraron los primeros



habitantes de una región en la que cada faena física requiere de un esfuerzo
humano mucho mayor que en los valles y planicies de clima benigno.
Las inclemencias del tiempo, las dificultades derivadas de la falta de una
infraestructura básica y el aislamiento en relación al resto del país no fueron
obstáculo para que aquellos abnegados compatriotas decidieran avanzar
y torcerles la mano a las condiciones naturales, en aras de establecer,
finalmente, centros urbanos que dieran testimonio y fe del trabajo de quienes
deseaban, ante todo, hacer más grande y soberano a nuestro país.

A modo de ejemplo, digamos solamente que Coyhaique estuvo 22 años
sin agua potable. Fue una etapa extremadamente dura, en la que los años
en que la sequía y las bajas temperaturas se entrecruzaban sometían a
una prueba casi indescriptible al temple y la resistencia de los colonos. Las
reducidas temperaturas, que en décadas pasadas llegaban a 30 grados
bajo cero, amedrentaban a las nacientes comunidades. Y así podríamos
continuar. Hasta 1935, por ejemplo, la ciudad no tuvo alumbrado eléctrico, y
de su aislamiento habla el hecho de que el viaje hasta Puerto Aysén duraba
prácticamente un día entero.

La línea divisoria entre aquel villorrio rústico nacido en 1929 y la ciudad con
mayores condiciones que existe hoy la marca el 14 de noviembre de 1953,
cuando se instaló en Coyhaique la Delegación Provincial de Arquitectura, que
introdujo nuevas técnicas y conceptos arquitectónicos, a la vez que ayudó
de manera decisiva a diseñar y construir redes básicas de infraestructura
urbana.

Hoy Coyhaique, en tanto cabecera de la Undécima Región, es un centro
urbano de crecientes expectativas, así como con capacidad y deseos reales
de ser un aporte creciente a la economía y la sociedad. Por este motivo,
el proceso de regionalización, que ha cobrado fuerza y solidez durante el
Gobierno de la Concertación, es visto cada día con mayor interés en esa
ciudad. Y es que los avances en este sentido han ayudado a la Región
en general y a Coyhaique en particular, más que a ningún otro punto en
el país, a reforzar de manera acelerada su identidad regional. Recordemos
que Coyhaique, cuando nació a la vida, pudo elegir apenas dos regidores
que representaron sus intereses ante la municipalidad de Puerto Aysén,
donde debían luchar denodadamente por conseguir algunos incrementos en
los marcos de una escuálida asignación presupuestaria. Sólo en 1948 la
ciudad obtuvo el rango de comuna. Luego, por décadas formó parte de un
distrito parlamentario de grandes dimensiones geográficas donde su voz caía
continuamente en el olvido. Y recién en este período La Región ha podido
elegir a sus propios representantes en el Senado.

Coyhaique, capital de una de las más hermosas regiones del planeta y
considerada por las organizaciones ecologistas internacionales como un
auténtico reservorio de la flora y el bosque nativos, cumple por estos días
un aniversario muy significativo, que habla de la madurez alcanzada por
esa obra de sacrificados hombres y mujeres que, desde la segunda mitad



del siglo pasado, cuando recorrió sus costas el Comandante de la Marina
Enrique Simpson, o desde los viajes! exploratorios del científico chileno-
alemán Hans Steffen, fueron a colonizar esas tierras, sin medios ni apoyos
externos, no obstante lo cual terminaron ganándose un merecido lugar en el
corazón y la conciencia nacionales.

He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, Honorables colegas, es mi deseo rendir
homenaje a la ciudad de Coyhaique con ocasión de celebrar el próximo 12
de octubre su sexagésimo cuarto aniversario.

Haré un alcance a lo que escuchamos hace unos momentos. Dos señores
Senadores tributaron un sentido homenaje a la ciudad de Rancagua,
destacando su antigüedad, riqueza histórica, cultura y tradiciones. Pues.
bien: a diferencia de la Sexta Región, la nuestra recién nace a la vida.

En esta ocasión creo importante destacar brevemente el sacrificio y
constancia de los primeros pobladores que templaron en esa remota tierra
un espíritu de trabajo y solidaridad. Fueron gente sencilla, tranquila, amante
y respetuosa de principios cívicos de incalculable valor para el espíritu patrio,
que legaron a sus descendientes.

Nombrar ahora a esos chilenos y destacar las características esenciales
de cada uno de ellos sería una labor interminable. Pero hay en esta tierra
una parte de su obra y también parte de ellos mismos. Sus hijos y nietos
continúan hasta hoy la infatigable labor de construir un lugar para vivir, no
sólo en Coyhaique, sino que en el resto de la Región, luchando contra la
incomunicación, el aislamiento y la adversidad, sin que existan actualmente
compensaciones económicas frente a tanto sacrificio.

En 1929 llegan oficialmente los primeros enviados del Gobierno de la época,
con el título de Subdelegados, a una ciudad denominada Baquedano, y que
hoy conocemos como Coyhaique. Desde luego, es importante destacar la
figura del general Marchant, quien se entregó por entero para hacer crecer
y surgir a esa zona.

Entre esos hombres, cabe resaltar, por su esfuerzo y dinamismo, al
Subdelegado Maximiliano Casas, quien se preocupó de conocer a los pocos
vecinos que había, escuchándolos, lo cual le permitió saber de sus anhelos
y necesidades, convirtiéndolo en una de las personas más importantes de
ese pequeño poblado de nuestro actual Coyhaique.

En ese marco histórico, es justo poner de relieve las tremendas dificultades
y sacrificios de toda nuestra gente. A modo de ejemplo, debo señalar a los
Honorables colegas -y que el país lo sepa- que los medios de transporte,



hasta hace muy poco, eran sólo barcos que llegaban ocasionalmente a
Puerto Aysén.

A pesar del tiempo transcurrido, todavía -¡todavía!- estamos en pleno período
de colonización. Por eso, creo en la necesidad real de que se nos otorguen
franquicias especiales, ya que es innegable que hoy, a las puertas del siglo
XXI, debemos acelerar nuestro desarrollo, para que nuestra ciudad, nuestra
comuna y las demás zonas de la Región, estén acordes con el resto del país.

Baquedano y sus pobladores durante mucho tiempo se preocuparon sólo
por lo que podría representar progreso para ellos y su comuna, la que
administrativamente dependía de Puerto Aysén. Más adelante su nombre fue
cambiado por el de Coyhaique, debido a la existencia en la Segunda Región
de otra localidad con esa misma denominación.

Son numerosas las instituciones en que la comunidad hizo posible la
concreción de su espíritu creador. Las personas que colonizaron la ciudad
tuvieron especial cuidado de proyectar su labor hacia el futuro, estableciendo
bases sólidas para la formación de instituciones que sirvieran de apoyo,
soporte y ejemplo a sus descendientes.

Reitero la importante labor de esos colonos. El 26 de enero de 1939 fundaron
la Primera Compañía del Cuerpo de Bomberos de Coyhaique. Los Rotarios
y Leones han realizado también un esfuerzo digno de destacar, por su
permanente iniciativa de trabajo en beneficio de toda la comunidad.

El 4 de febrero de 1941 nace OGANA, la organización ganadera agrícola
de la Región, que hace muy poco tuvo que defenderse jurídicamente de
personeros que quisieron revivir prácticas superadas.

La presencia de toda una comunidad en los distintos ámbitos del desarrollo
comunal y regional ha sido importante, y por eso, en Coyhaique, ello
se valora. Sin embargo, deseo hacer notar, en forma muy especial, la
presencia religiosa, que permitió la existencia de una gran formación de tipo
espiritual, y también la presencia militar, que ha significado una extraordinaria
contribución a la comuna a partir de 1938, cuando el Ministerio de Tierras y
Colonización destinó 500 mil pesos de aquella época para la construcción
de instalaciones de un regimiento de ingenieros. Esta obra fue recibida
el año siguiente por el capitán Carlos Alvarado, quien, en compañía de
ocho soldados y un cabo destinados a la V División, continuó la labor de
chilenización y de defensa de nuestra soberanía. Se inicia, además, la
actividad del Grupo de Exploración de Caballería de Coyhaique, dependiente
del Destacamento de Magallanes, que más tarde pasaría a pertenecer a
la Región Militar Austral. En 1942 esta unidad se transforma en el "Grupo
de Exploración de Caballería del Comandante Santiago Bueras", y en
1948 es organizado como "Regimiento de Infantería Motorizado Reforzado
N° 14 Aysén", el que ha brindado un aporte incalculable en todos los
acontecimientos que ha tenido su escenario en la Región.



Debo destacar, señor Presidente, que en estos 64 años la ciudad de
Coyhaique ha ido creciendo progresivamente con el empuje de todos
sus hombres, mujeres y juventud; en fin, de toda la comunidad. Hoy día
Coyhaique, gracias a la construcción de la Carretera Austral, ha salido del
brutal aislamiento en que vivió por años y ahora cuenta con comunicaciones
y con la posibilidad de que lleguen directamente aviones; es decir, se está
incorporando al progreso.

Sin embargo -reitero-, a pesar de todo el esfuerzo, el empuje y de la
imaginación creadora de su gente, es necesario brindarle la posibilidad de
tener algún tipo de franquicias, que permitan a la comuna ponerse a la altura
del resto del país.

He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Creo interpretar el pensamiento de los
señores Senadores en el sentido de que todas las bancadas adhieren al
homenaje rendido a la ciudad de Coyhaique.

Ha terminado el homenaje.

El señor VALDES (Presidente).- A fin de reunirse, los Comités han solicitado
suspender la sesión.

Se suspende la sesión.

-Se suspendió a las 17:32.

-Se reanudó a las 18:41.

El señor VALDES (Presidente).- Continúa la sesión.

V. ORDEN DEL DIA

Boletín N°949-07

DURACION DE MANDATO PRESIDENCIAL

El señor VALDES (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto
de reforma constitucional de la Honorable Cámara de Diputados que
modifica la duración del mandato del Presidente de la República, con
informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y
urgencia calificada de "Suma", y que en sesión pasada quedó para segunda
discusión.

-Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que
se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 17a, en 11 de agosto de 1993.

Informe de Comisión:

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=949-07


Constitución, sesión 22a, en 7 de septiembre de 1993.

Discusión:

Sesiones 23a, en 8 de septiembre de 1993 (queda pendiente la discusión);
25a, en 14 de septiembre de 1993 (queda pendiente la discusión); 26a, en
15 de septiembre de 1993 (queda para segunda discusión).

El señor VALDES (Presidente).- Hago presente a la Sala que la sesión se
prolongará hasta el despacho de esta iniciativa que, de más está decirlo,
preocupa a todos los señores Senadores.

En la última sesión ordinaria en que se trató el proyecto, y aunque estaban
inscritos para usar de la palabra, no pudieron intervenir en el debate los
Honorables señores Thayer y Jarpa por haberse pedido segunda discusión.
Pero, dada la naturaleza de la iniciativa en comento, los Comités acordaron
permitir la participación de todos los señores Senadores que quieran hacerlo
-ojalá en el tiempo más breve-, a fin de llegar a un resultado que refleje
fielmente el criterio de esta Corporación.

En consecuencia, ofrezco la palabra al Honorable señor Thayer en la
discusión general del proyecto.

El señor THAYER.- Señor Presidente, Honorable Senado, participo en este
debate con la conciencia de que nos encontramos ante una iniciativa de gran
trascendencia para el país, y respecto de la cual la atención de mis estimados
colegas -por motivos muy comprensibles- estará dirigida tanto a los esfuerzos
que se han estado realizando para lograr un acuerdo político cuanto a la
obligación que nos cabe como Senadores de velar por la elaboración de
una legislación adecuada a la normativa constitucional y que, aun cuando se
trate de un proyecto de reforma de la Carta, sea coherente con los demás
preceptos en vigor.

Tengo la convicción de que el debate precedente se ha caracterizado por
una gran confusión y dispersión de criterios, provenientes, a mi juicio, de
que la iniciativa ha sido presentada en forma del todo extemporánea; es
decir, fuera del tiempo en que correspondía discutir un proyecto de reforma
constitucional. Y ésta no es una apreciación meramente subjetiva, pues
tanto las exigencias propias de una reforma de esa índole como el delicado
proceso que significa una elección presidencial son los factores que fijan
plazos dentro de los cuales no es razonable alterar un proceso que está en
marcha. Recuerdo haber sostenido en alguna oportunidad que cuando en un
hipódromo los caballos ya están en carrera no es recomendable empezar a
discutir si la distancia a recorrer en el Derby es de 1.800 metros o 2.400.

Mi primera observación -que alcancé a esbozar en la reunión del 14 de
septiembre y para la cual me basé tanto en el mensaje como en los textos
aprobados por la Cámara de Diputados y la Comisión pertinente del Senado-
es que la iniciativa que se nos propone no contiene una mención específica
respecto de su entrada en vigor. Y por este hecho, de acuerdo con las normas
comúnmente aceptadas por la doctrina en Derecho Político, entraría a regir



"in actum", esto es, desde el momento mismo de su publicación en el Diario
Oficial.

Tales precedentes están reconocidos además por antiguos y respetables
informes de esta propia Corporación.

¿Qué acontece en el caso del proyecto en discusión, y que es una de las
causas de la confusión producida? Como la iniciativa original enviada por el
Ejecutivo y aprobada por la Honorable Cámara de Diputados contemplaba la
reducción del período presidencial de ocho a cuatro años, y como el mandato
del Presidente en ejercicio es también de cuatro años, la eventual aprobación
del proyecto no iba a afectar al actual Mandatario, aun cuando rigiera "in
actum". Pero al acordar la Comisión del Senado, por mayoría de votos,
un período presidencial de seis años, sin determinar cuándo esta medida
entraría en vigencia, este texto, que regiría -repito- "in actum", prorrogaría
automáticamente por dos años el mandato del Presidente Aylwin, lo que
ciertamente no está en la intención de quienes han pretendido legislar, pero
sí está en la iniciativa que se presenta a nuestra consideración. Y ello
necesariamente obliga a dictar una norma especial que subsane tal omisión.

Esa es la primera corrección que de todas maneras debe hacerse al proyecto,
y la cual, a mi juicio, es relativamente fácil de efectuar.

No es ésta, sin embargo, la única dificultad a que puede dar lugar la iniciativa.
La segunda situación que se presenta, bastante delicada, es que, supuesto
el caso de que ella fuera aprobada hoy en general y particular por el Senado
y la Cámara de Diputados, y también por el Presidente de la República,
siendo publicada de inmediato en el Diario Oficial, el Congreso Pleno debería
reunirse entre el 4 o el 5 de diciembre, o sea, prácticamente al comienzo de
la semana en que se llevará a cabo la elección presidencial.

Cuando el Jefe del Estado recibe un proyecto aprobado por el Congreso
Nacional, debe decidir si lo promulga o le formula observaciones. Y para
adoptar esta importante resolución, que ciertamente constituye para él una
gran responsabilidad, dispone de un plazo de 30 días. Por consiguiente,
si la iniciativa llega a sus manos el 4, 5, 6, 7, 8, 9 ó 10 de diciembre,
contará sólo con cinco, cuatro, tres, dos, uno o ningún día para decidir
si está perfecta o merece algunas observaciones. Si opta por vetarla y
devolverla al Parlamento, seguramente no habrá reforma sino hasta después
de que el Mandatario electo haya asumido tal vez sus funciones, o haya sido
proclamado por el Tribunal Constitucional.

Es deber de quienes tenemos responsabilidades políticas y experiencia en
estos asuntos, visualizar los hechos y hacernos una composición de lugar,
y, en este sentido, abrigamos serios temores respecto de las condiciones
en que se va a encontrar el Presidente de la República. ¡Y, por favor,
no pensemos en Don Patricio Aylwin, ni en don Eduardo Frei ni en don
Arturo Alessandri, sino en que estamos sentando un precedente sobre un
procedimiento de reforma de la Carta Fundamental!



Es muy probable que cuando el Primer Mandatario deba decidir si promulga
o no la reforma, si la observa y envía al Parlamento, y si, una vez que
haya vuelto del Congreso, convoca o no a plebiscito, las elecciones del
11 de diciembre ya se habrán llevado a cabo, supuesto que no haya una
segunda vuelta. Ahora, ateniéndonos al esquema más o menos diseñado,
si se diera el caso de que se contara con la mayoría respectiva y el Senado
aprobara hoy en general el proyecto, y, por consiguiente, deba ser tratado
en particular la próxima semana, el Presidente de la República se va a
encontrar en la inconfortable situación de que si promulga la reforma antes
del 11 de diciembre, o después de esta fecha, lo hará sabiendo en un caso
y desconociendo en otro quién ha resultado elegido. Y subsistiría la delicada
situación constitucional de que -hay muy buenas razones para sostenerlo- si
lo anterior ocurre después del 11, el Presidente elegido lo fue por un período
de ocho años, mandato que no podría ser reducido a cuatro años mediante
una reforma promulgada cuatro, cinco, seis, o diez días después.

Aparte el problema jurídico-constitucional, debe considerarse la cuestión
política.

No deseo hacer un análisis de cada caso, porque muchas situaciones se
derivan de ésta. Se elige un Presidente de la República, al cual, de acuerdo
con las normas vigentes, se le solicitó que aceptara ser candidato para
después gobernar por un período de ocho años. Dicha postulación fue
patrocinada o por acuerdos internos de partidos o por elecciones primarias
o por la adhesión de 36 mil ciudadanos independientes. Todo operó sobre
la base de ese tiempo. Quienes patrocinaron la candidatura lo hicieron
considerando los ocho años. Posteriormente, se declaró y se inscribió por el
mismo plazo. Y ahora se encuentra en plena vigencia la campaña electoral,
oportunidad en la cual, dentro de una democracia informada, el pueblo
soberano, según lo dispone el artículo 5° de la Constitución, tiene el deber de
conocer quiénes son los candidatos por los cuales ha de votar, qué viabilidad
tienen sus planes o proyectos de Gobierno y qué seguridad da el postulante
que propone realizar su programa durante ese período. Pero ni el candidato
presidencial, ni el pueblo, ni nadie sabrá hasta después de la elección cuánto
va a durar en el cargo el Mandatario elegido.

Pues bien, en Chile somos dados a situaciones vertiginosas, a veces, por
muy respetables razones. Por eso, la crítica que estoy formulando también
me alcanza como ciudadano.

Recuerdo que en 1989 hubo una discusión relativamente parecida a la actual.
En esa oportunidad, se discutió y aprobó una reforma constitucional para
rebajar el período presidencial, por una sola vez, de ocho a cuatro años. Y
sobre esa base conocida, con plazos fijados en los artículos transitorios de
la Carta, postularon los candidatos, entre ellos, el actual Presidente de la
República, don Patricio Aylwin.

Hoy el problema puede afectar a los Honorables colegas señores Eduardo
Frei y Arturo Alessandri. Que yo sepa ninguno de ellos fue conminado



previamente en cuanto a que su candidatura sería apoyada si rebajaba el
período presidencial a seis, cinco o cuatro años.

La información que he tenido -y me presumo relativamente mejor informado
que el promedio del pueblo soberano de ocho millones de ciudadanos-, fue
que todo el mundo supo que la elección presidencial, de acuerdo con lo
dispuesto en la Constitución vigente, generaba un Mandatario para gobernar
por ocho años.

En el mes de marzo de este año se presentó un proyecto de reforma
constitucional, al que se le dio urgencia sólo hace muy poco. No quiero
precisar cuándo, porque no deseo hacer ninguna intervención que signifique
aplicar el refrán "piensa mal y acertarás". Pero a dos distinguidos colegas
-lo señalo, porque ellos no lo dirán, aunque sea para desmentirme-, los
Honorables señores Arturo Alessandri y Eduardo Frei, se los hizo postular
a una opción presidencial. Pero, después que se inscribieron, que hay una
campaña en marcha, que las cédulas de votación ya se encuentran en
proceso de impresión, inclusive con el orden que cada candidato ocupará en
ella, sucede que a la hora undécima, hasta este mismo momento, todavía
no saben si, después de ser elegido uno de los dos -me refiero sólo a ellos,
porque son nuestros colegas-, van a gobernar por ocho, seis, cinco o cuatro
años.

Confieso que lo anterior es muy grave, pero lo sería más el que el pueblo
soberano presencie todo un proceso electoral en el que los candidatos, en las
distintas presentaciones por televisión, por radio o en forma directa, deban
decir: "Miren, señores, aquí estoy de candidato, no sé por cuánto tiempo;
pero, en todo caso, quiero ser Presidente. Voten por mí.". ¡Eso no es serio
ni tiene presentación posible!

Y si me opongo a la aprobación de este proyecto de reforma constitucional
es por estimar que, una vez más, se está colocando -por decir lo menos- la
carreta delante de los bueyes.

Si se desea modificar el período presidencial, nadie puede impedir a los
postulantes a la Primera Magistratura o a quienes los apoyan, que incluyan
en sus programas la correspondiente reforma a la Carta Fundamental. Pero
el proceso electoral en marcha no puede ser perturbado. El caso actual es
más grave que eso, porque se va a realizar la elección sin que se sepa cuánto
va a durar en el cargo el candidato elegido.

Otro aspecto es aún más grave. Son sólo dos las oportunidades en las cuales
el "soberano" interviene directamente en las democracias representativas
como la nuestra: en los plebiscitos y en las elecciones generales. Y cuando el
pueblo manifiesta su voluntad para elegir a determinada persona en un cargo
por cierto tiempo, no parece aceptable obscurecer el proceso informativo de
este "soberano" múltiple de ocho millones de ciudadanos y se le vende la
vista para que, en el momento de sufragar, no sepa con qué responsabilidad
lo está haciendo ni qué efectos pueda tener para el país su voto, como



consecuencia de una ley aprobada en forma precipitada o, peor que eso, de
una reforma cuyos efectos se conocerán después de la elección.

Pero eso no es todo. Quiero salirme un poco del marco de inquietud de
los últimos días, cualquiera que sea el Presidente elegido. Y Sus Señorías
saben que yo no he hecho misterio en cuanto a mi opción presidencial: mi
estimado colega y amigo don Arturo Alessandri Besa. Sin embargo, tengo
un profundo respeto por don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, por muchas razones.
Ocupé las Carteras de Trabajo y de Justicia durante la Administración de
su padre, de lo cual me honro. Por eso no me parece justo lo que se está
haciendo al respecto con él ni tampoco con el pueblo de Chile. Y esta
injusticia la podríamos estar cometiendo nosotros, si seguimos con la idea
de una reforma constitucional "pegada" a la elección presidencial. Y si no es
así, ¿qué va a suceder? Supongamos que el proyecto es aprobado aquí en
general con la idea de un período presidencial de cuatro años, pero que, al
cumplir un nuevo trámite, quede "durmiendo". Entonces, si en 1994 ó 1995
empieza a agitarse de nuevo esta reforma constitucional, ¿en qué condición
política de estabilidad se va a encontrar el Presidente elegido para gobernar
por ocho años y a quien se le pueda imputar que, por su inactividad o por
su influencia, está postergando la reforma para reducir su período a cuatro
años? ¡Eso no puede acontecer!

Por esas razones, estimo que el proyecto en debate ni siquiera debe
ser aprobado en general. Aún más: formulo expresa reserva acerca de
su constitucionalidad, la que haré presente oportunamente al Tribunal
Constitucional, en caso de que se insista en la aprobación de una iniciativa
-aunque sea en general- en la cual, según lo que se nos ha presentado, se
contrarían sus ideas matrices.

El proyecto tiene por lo menos como ideas matrices la simultaneidad de
elección de parlamentarios y de Presidente de la República y la reducción del
período presidencial. Pero sabemos que no sólo se ha estado negociando,
sino que además la propia Comisión del Senado nos ha propuesto, a modo
de indicación, el cambio de una de esas bases fundamentales, porque un
período presidencial de seis años en una iniciativa que tiene como idea matriz
la simultaneidad de elecciones, o se presenta conjuntamente con la duración
del período de los Diputados y Senadores, o no hay ninguna posibilidad
matemática ni lógica de celebrar al unísono elecciones de Presidente por seis
años, y de Diputados y Senadores, por cuatro y ocho años, respectivamente.

Por consiguiente, en su estado actual, la iniciativa es lo suficientemente
antitética y contradictoria -podría agregarse la cuestión de la reelección
presidencial, materia respecto de la cual también he oído que está en
discusión- como para que, con esos elementos morales, podamos prestar
aprobación a la idea de legislar, lo cual supone, por lo menos, concordancia
con las ideas matrices, las que aparte de ser poco claras, resultan
contradictorias.



El señor URENDA (Vicepresidente).- La Cuarta Subcomisión de
Presupuestos solicita autorización para sesionar simultáneamente con la
Sala.

En el entendido de que llegado el momento de la votación de este proyecto
de reforma constitucional se procederá a llamar a los señores Senadores,
creo que no habría inconveniente en autorizarla en esos términos.

Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.- Está bien que se acuerde, pero sería incorrecto,
porque la Cámara de Diputados también podría estar funcionando al igual
que nosotros. En ese caso tendría que solicitarse lo mismo en esa rama
legislativa, ya que las Subcomisiones están compuestas por igual número de
Diputados y Senadores. Además ellas, por tener el carácter de informales,
no necesitan de autorización del Senado para funcionar.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Al margen de la cuestión de
procedimiento planteada por el señor Senador, habría consenso para
conceder la autorización.

Acordado.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Vodanovic.

El señor VODANOVIC.- Señor Presidente, aunque interesante, resulta muy
discutible la tesis sustentada por el Honorable señor Thayer sobre las
cuestiones de constitucionalidad que Su Señoría formularía a propósito del
proyecto de reforma constitucional. Hasta ahora, entendemos que las únicas
limitaciones a la Carta derivan de los derechos naturales preexistentes al
Estado.

Deseo hacerme cargo de un par de observaciones de carácter formal que el
señor Senador ha formulado con relación a esta iniciativa.

La primera, para despejar el error que se deriva de sus afirmaciones
en torno de la eventual aplicación al actual período presidencial de la
reforma ya aprobada en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia
y Reglamento. Si se lee el texto del informe y se pudiera hacer lo mismo
con el del mensaje, se observaría que se propone reformar el artículo 25
de la Constitución Política (establece la extensión del período presidencial
en ocho años) y no la disposición Vigesimanovena transitoria, inciso final, la
cual fija el actual período en cuatro años. De tal manera que, en caso alguno,
de aprobarse la reforma -cualquiera que fuese la extensión del mandato-, no
podría afectarse el actual período presidencial.

El señor THAYER.- ¿Me permite, señor Senador?

El señor VODANOVIC.- Con la venia de la Mesa, con todo agrado.



El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Thayer.

El señor THAYER.- Señor Presidente, respeto mucho la versación jurídica
del señor Senador que me concedió la interrupción -Su Señoría lo sabe-,
quien, además, es el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación,
Justicia y Reglamento.

Sin embargo, aunque no se modifique expresamente el artículo transitorio, si
se cambia la norma y no se hace la salvedad de que la ley rija después, si la
vigencia es "in actu", la disposición posterior estaría modificando a la anterior.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Puede continuar el Honorable señor
Vodanovic.

El señor VODANOVIC.- Señor Presidente, sobre la extemporaneidad del
proyecto, creo que vale la pena recordar que el mensaje fue enviado -me
parece- a comienzos de agosto; de modo que durante más de dos meses el
Parlamento ha tenido ocasión de discutirlo.

Pero en este caso como en otros existe cierta tendencia a la discusión de
los grandes temas legislativos fuera del Parlamento y a la aproximación de
los criterios dispares igualmente fuera de él, lo que hace que las grandes
ocasiones de la vida republicana (como la que ahora transcurre en la
presente sesión) se vean amagadas incluso por la posibilidad de reuniones
de subcomisiones de Presupuestos. Dicho de otra manera, todo ya se ha
discutido, se ha dicho o callado fuera del Senado, y llegamos a pronunciarnos
acá -diría- en forma bastante secundaria, sin mayor trascendencia y
majestad, y a lo más a explicitar nuestros criterios largamente discurridos
fuera del Parlamento en una votación.

Para nadie es un misterio que hoy día la inmensa mayoría de los legisladores
coincide en que el período presidencial de ocho años es excesivo; nadie
ignora que las encuestas de opinión pública, en su más alta proporción,
revelan una conclusión similar: los chilenos, en su gran mayoría, no quieren
un ejercicio presidencial de ocho años, según lo establecido actualmente en
la Carta Fundamental.

Nos hallamos frente a un tema que a casi todos les provoca una
reacción similar. Y la dificultad se ha originado fundamentalmente por
interpretaciones, en mi concepto, erradas de los mecanismos de tramitación
para una reforma constitucional. Incluso hemos leído editoriales de contenido
muy profundo que han llegado a sostener la imposibilidad de que la Cámara
revisora siquiera pueda variar en un ápice lo que se apruebe o sancione en
la de origen.

Todo ello conduce, finalmente, a encerrar el debate y a hacer que la
proliferación de opiniones, la dispersión de éstas, la materialización de una
insólita imaginación legislativa, de la cual hemos sido testigos durante tantas
semanas, impida llegar a la convergencia o a la coincidencia de criterios.



Hoy mismo somos testigos de cómo muchísimos señores Senadores dan
expresión a su inalienable derecho a tener una opinión personal acerca de
este tema, y lo manifiestan a través de las más distintas proposiciones,
no sólo en cuanto a la extensión del período presidencial, sino en lo
concerniente a otras materias que eventualmente podrían ser objeto de
reforma constitucional y que no se vinculan inmediatamente con la duración
de aquel mandato.

Ello lleva, entonces, a que todos, o casi todos, estando de acuerdo en que
el período de ocho años debe reducirse, no logremos confluir en una opinión
coincidente que nos permita dar cuenta de nuestro deber de materializar
esta reforma constitucional. Pienso que uno de los mayores problemas que
ha obstaculizado la posibilidad de una convergencia mayor de pareceres
en el Senado ha sido la tendencia de algunos sectores a entender que
este proyecto de reforma o cualquier otro abre un verdadero "forado" en la
Constitución vigente y pavimenta el camino para que ella sea reiterada y
sucesivamente modificada.

La realidad política, Honorables colegas, es muy distinta. Digamos, en
primer lugar, que la intangibilidad del texto constitucional ha sido puesta
a prueba en distintas ocasiones durante el actual período presidencial. Se
han sancionado reformas de una gran envergadura, como la que posibilitó
las elecciones municipales o la que finalmente ha permitido consagrar
la existencia de una de las instituciones más importantes en Chile: los
gobiernos regionales. Se ha advertido la dificultad que nace de la aplicación
de la Carta a propósito de otros problemas de mucha relevancia en el trámite
y en la discusión legislativa, como, por ejemplo, cuando analizamos la Ley
de Presupuestos o cuando intercambiamos opiniones respecto a cuál es el
límite y extensión de los respectivos presupuestos.

En fin, paulatinamente se han ido advirtiendo -más allá de las posiciones
ideológicas en cuanto al origen y contenido de la Constitución - insuficiencias
y vacíos.

Hoy mismo se plantea como un instrumento que colaboraría a la sanción
de esta iniciativa la necesidad de robustecer la potestad del Parlamento. Lo
hemos discutido muchas veces: la Constitución Política consagra un evidente
desequilibrio entre los más importantes Poderes del Estado; de tal suerte
que a estas alturas pienso que nadie con buena fe podría afirmar su absoluta
eficacia en todos los grandes capítulos de ella y, muy por el contrario,
honestamente estimo factible convenir en que se ha ido demostrando la
necesidad de reformarla parcialmente.

No está, pues, en juego ante nosotros como un tema central la vigencia
o reemplazo de la Carta de 1980. La propia vida ha ido conduciendo
nuestro desarrollo institucional por determinados derroteros. Y esa vida nos
lleva ahora a la conclusión que recién expreso: no se trata de reemplazar
la Constitución, ni tampoco de sustituir hoy ni quizás mañana, algunos
de sus contenidos principales, que son los que la fundamentan política y



filosóficamente. Se trata simplemente de modificar un capítulo que el propio
sentido común aconseja su revisión.

Inexorablemente hoy o mañana un período presidencial de ocho años será
objeto de la más ardua discusión. Inevitablemente, si no se aprueba la
reforma constitucional que ahora conocemos, éste será un tema que a futuro,
al asumir el nuevo Presidente de la República, estará colocado delante de
nosotros y del país como una de las materias, no sólo de reflexión académica,
sino, lo que es peor, de controversia pública, de polémica política y que
ciertamente podría conducir a trastornos institucionales.

Pensemos lo que ocurriría el día de mañana con un Presidente de la
República elegido por ocho años al cuarto o quinto año de su mandato
en ciertas condiciones políticas, si determinados o muchos sectores, o la
mayoría del país, comenzaran a replantearse la extensión del mandato
que en ese momento está ejerciendo. Tenemos experiencias próximas de
naciones vecinas; contamos con lo que es el fruto de una reflexión inspirada
en el sentido común: en la historia del siglo en nuestro país jamás ha existido
un período presidencial de ocho años consagrado constitucionalmente,
aceptado democráticamente por el conjunto de la nación. Y en el resto del
mundo, tampoco hay ejemplos que nos puedan ilustrar en el mismo sentido.

Considero que esto se ha discutido bastante; hemos hablado, reflexionado
y polemizado mucho sobre el contenido de la reforma; no es el momento
de volver a recapitular las argumentaciones de distinta naturaleza que
fundamentan el mensaje aprobado en la Cámara de Diputados, y que ahora
conocemos.

Los Senadores de esta bancada, a través de quien los representa en la
Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, dimos el acuerdo para
que por mayoría se aprobara la reforma fijando la extensión del período en
seis años. A mi juicio, ésa no es la solución óptima. Ciertamente, cualquier
período inferior es mejor que el de ocho años. Nuestra opinión ha sido
y actualmente es adherir al contenido del proyecto original del Gobierno
aprobado en la Cámara de Diputados; vale decir, sustentar la necesidad de
que la Constitución debe ser reformada para este caso fijando el período
presidencial en cuatro años.

Y, al respecto, queremos señalar muy claramente -¡muy claramente!- que así
como cuando existía la posibilidad en este país de períodos presidenciales
de 16 años divididos artificiosamente en lapsos de ocho, hoy día tampoco
nos gustaría períodos presidenciales de ocho años divididos artificiosamente
en dos lapsos de cuatro años cada uno. Porque la factibilidad de aprobar una
reforma estableciendo el período en cuatro años y la eventual reelección, en
el fondo, implica dejar las cosas cómo en la actualidad. Es la misma jeringa,
con distinto bitoque. Por cierto, hay una elección entremedio. Pero nadie
ignora que -es la experiencia del mundo contemporáneo-, salvo escasísimas
excepciones, los Presidentes se reeligen. Es tal la fuerza del Gobierno, el
desequilibrio de poderes, el cúmulo de circunstancias contribuyentes a la



reelección de un Presidente en ejercicio que lo haya hecho medianamente
bien, que la segunda elección pasa a constituir prácticamente una simple
fórmula.

Por eso -lo repetimos con mucha claridad-, estamos por la iniciativa del
Gobierno, por acortar el período presidencial a cuatro años y sin reelección
y, naturalmente, nos hallamos en condiciones de convenir sobre otras
materias, que no siendo estrictamente atingentes a este proyecto de reforma
constitucional, evidentemente perfeccionan la institucionalidad.

A nosotros nos parece bien, por ejemplo -como se sugiere-, que haya
elecciones directas de alcaldes; puede estudiarse la posibilidad de modificar
la fecha de las elecciones municipales para hacerlas congruentes con las
presidenciales-parlamentarias.

A nosotros siempre nos ha parecido bien robustecer las atribuciones del
Parlamento, y muy en particular recuperar las del Senado cercenadas por la
Constitución de 1980. Pero todo ello sobre la base de que nos pongamos de
acuerdo en lo esencial, que inspira e ilumina a este proyecto: la necesidad -
la gran mayoría del país es también intérprete de ella- de que este desusado
período presidencial de ocho años sea reducido a cuatro, y sin reelección
del Presidente de la República.

Finalmente, deseo señalar que las objeciones que se hacen en cuanto
a la extemporaneidad de la reforma y su eventual consagración formal
definitiva pocos días antes o después de la elección presidencial del 11
de diciembre próximo, son absolutamente secundarias. Ciertamente en la
próxima semana o en la siguiente el Parlamento podrá haber aprobado
en sus dos Cámaras una reforma constitucional. Y la ratificación por
el Congreso Pleno es, evidentemente, un mero trámite -importante, sí-
establecido en la Carta. Pero nadie podría ponerse en la posibilidad siquiera
de que el 9, el 13 o el 15 de diciembre ese Congreso Pleno vaya a
alterar o a revocar lo que cada una de las ramas aprobó 60 días antes,
porque ello, evidentemente, conduciría a un conflicto político-institucional de
imprevisibles consecuencias.

He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Prat.

El señor PRAT.- Señor Presidente, el proyecto que estamos llamados a votar
debe ser analizado tanto en su contenido como en cuanto a la oportunidad
en que se discute. Respecto de lo primero, se estima que ocho años es
excesivo. Y se produce una verdadera estampida de opinión en tal sentido,
que impide examinar si ello tiene verdadero fundamento. Se acude a las
encuestas, pero sin debate público alguno que permita a la gente contestar
informadamente. Tales sondeos debieran ser precedidos de un debate como
el que se está realizando en esta Sala, porque, indudablemente -y quien me
precedió en el uso de la palabra lo señaló-, rebajar el período presidencial



disminuye las atribuciones del Jefe del Estado frente a las del Congreso. Y
yo preguntaría cómo se pronunciaría la opinión pública si la misma encuesta
planteara este tema. ¿Se inclinaría por diluir las atribuciones del primero o por
fortalecer las del segundo? Creo que la ciudadanía, que es marcadamente
presidencialista, analizaría este último aspecto antes de pronunciarse sobre
aquél.

En todo caso, es muy relativo establecer si el lapso de ocho años es excesivo
o no lo es; hay distintos parámetros para considerarlo. Puede resultar curioso
tener en cuenta que cuando se discutió la reforma que implantó el período
de seis años, en los años 20, la implicancia de dicho lapso en la vida de un
ciudadano chileno medio era que transcurrían cinco gobiernos a lo largo de
su vida. Hoy día, en los años 90, con un sistema de ocho años, transcurrirían
de ocho a nueve administraciones en la vida de ese mismo ciudadano. Por
lo tanto, todo es relativo. Y si en ese entonces la esperanza de vida era
de 30 años y ahora es de 68, en el caso de los hombres, quiere decir que
guardando la proporción, un régimen de doce años no sería excesivo. Si
miramos el caso de cuánto estudia una persona en la actualidad y cuánto lo
hacía antes, veremos que hoy pasa mucho más tiempo en las aulas, pero que
proporcionalmente es quizás lo mismo o menos de lo que era en los años 20.

Por eso, creo que las cosas deben mirarse en el contexto en que se dan.
Predomina en este sentido una visión -diría- economicista acerca del papel
del gobernante en la vida diaria. Es cierto que actualmente predominan los
economistas en quizás demasiadas materias A este respecto, hay quienes
sostienen que la velocidad de los cambios exige que también la haya en
la alternancia de los gobernantes. Pero ese concepto de la velocidad del
cambio está fuera de contexto, pues lo que en realidad se requiere es la
combinación armoniosa entre estabilidad y dinamismo. Y hay casos que lo
demuestran. Hoy día, el país que más crece en el mundo es China, a un
ritmo de 14 por ciento anual. Y está dirigida por un Gobierno de ancianos y
de muchos años. En cuanto a Chile, ha mostrado más dinamismo justamente
con el Régimen más largo que ha tenido. Se dice que las administraciones
se agotan y pierden dinamismo con el paso del tiempo. La que precedió a la
actual mostró que el período de mayor actividad fue precisamente el final.

Entonces, no puede señalarse que la velocidad del cambio debe ser aplicada
a la sucesión de gobernantes. Es exactamente lo contrario: el justo equilibrio
entre estabilidad en el gobierno y dinamismo en la acción de los ciudadanos
es lo que trae el progreso general.

Hay quienes postulan que para minimizar la acción de una administración
conviene reducir su vigencia en el tiempo. Esa es una visión corta de vista.
A fin de lograr eso es necesario reducir las atribuciones que hoy tienen los
organismos del Estado para entrometerse en la vida de los ciudadanos, en
lugar de que se pase rápidamente por los cargos para que no se alcance a
hacer daño, desde ese punto de vista economicista de mirar las cosas.



Otros sostienen que el país ha introducido modernizaciones y que, por lo
tanto, ahora requiere gobiernos de administración, papel que está llamado
a desempeñar el próximo. En este sentido, creo que se comete el error de
querer fijar la rueda del tiempo en las actuales modernizaciones, muchas
de las cuales tienden a quedar obsoletas. Que los regímenes sean sólo de
administración, es posible por muy corto lapso, pues generar un sistema
institucional en tal sentido es el error más profundo que pueda cometerse,
ya que lo que hoy constituye modernización mañana será obsolescencia.

Los factores que deben tenerse en cuenta al momento de determinar el
mandato presidencial son, a mi juicio, los siguientes: en primer lugar, que su
duración favorezca un buen gobierno, es decir, que dé tiempo para conformar
y "afiatar" un equipo, y, luego, aprovechar su experiencia. Yo me pregunto si
en un régimen de sólo cuatro años es posible lograr ambos objetivos.

En segundo lugar, la duración del período presidencial debe incentivar el
abordar los problemas y refrenar la inclinación electoralista de posponerlos
para pasárselos al gobierno siguiente.

Estamos terminando un Régimen de administración. Esta mañana hemos
tenido visita a las puertas del Congreso: los huelguistas del área de la salud.
La semana pasada fueron los de la educación. Hay conciencia de que los
problemas estructurales en estos campos de tanta sensibilidad e importancia
en el país no se han abordado. Hay percepción y diagnóstico, pero falta la
voluntad política de solucionar tales problemas. Es la misma voluntad que
se estrella contra el electoralismo, el que hace prevalecer el interés electoral
por sobre el interés general.

Hemos visto el fracaso de la llamada "Ley Aylwin" justamente por tramitarse
en vísperas de una elección que ha hecho predominar el electoralismo por
sobre el bien común.

Entonces, cabe preguntarse si en un período de cuatro años es posible
que un gobierno asuma y aplique el bisturí, que siempre provoca dolor, en
aquellos problemas que es necesario solucionar.

En un vespertino que tengo a mano viene una entrevista al Subsecretario de
Hacienda, el señor Rodríguez Grossi, quien, al preguntársele qué haría para
superar la pobreza, responde que "Transformaría el Ministerio de Educación,
que debe tener unos 3.000 funcionarios, en una especie de Superintendencia
de Educación, con menos personal. Es probable que se pudiera trabajar, con
una enorme calidad, con unas mil personas.".

Ese es el diagnóstico de un funcionario de Gobierno. ¿Y por qué no se lleva
a cabo? Por haber elecciones de por medio, que hacen predominar el interés
electoral por sobre el interés general.

¿Podrá un régimen de cuatro años solucionar los problemas del país? Esta
es una pregunta fundamental. Hablamos mucho del drama de los derechos
humanos, del drama de la pérdida de la libertad y de la democracia que



se produjo durante 17 años, pero nunca nos detenemos a analizar en
profundidad por qué llegamos a esa situación. En mi concepto, fue porque
el sistema político era inadecuado, y resultó incapaz de dar desarrollo
y armonía al país. De ahí derivó la crisis sobre la cual se dejó caer el
ideologismo extranjero. Pero el mal vino de un sistema político inadecuado.

Por lo tanto, si modificamos la Constitución, seamos cuidadosos de no caer
en un sistema político impropio, incapaz de abordar las dificultades y dar
progreso y abrir horizontes, pues de ese modo podremos estar incubando
una futura crisis. A mi juicio, el sistema de gobierno debe ser apto para
mantener el dinamismo y evitar el anquilosamiento. Este es un argumento
que muchas veces se esgrime contra un período de ocho años. Ya señalé
que hay experiencias en el mundo -y también en Chile- que indican que
al cabo de ese lapso los regímenes no tienen por qué anquilosarse. Y si
además, en el intertanto, hay elecciones parlamentarias y municipales que
presionan y, de alguna manera, sirven de veredicto de opinión pública a esas
administraciones, el riesgo de anquilosamiento en un período de ocho años
no es tal como se plantea.

Naturalmente, la duración del régimen debe tener concordancia con
el mandato de los Parlamentarios, de modo de realizar una elección
sincronizada y evitar los efectos nocivos que los comicios para elegir
congresales tienen en las cercanías de una elección presidencial, por el
mismo mal del electoralismo, que daña la estabilidad y el apoyo al gobierno
de turno. Los casos de los ex Presidentes Jorge Alessandri y Eduardo Frei
fueron una clara demostración de ello, en lo relativo a las inconveniencias,
tanto de celebrar un comicio parlamentario muy poco después de la elección
presidencial, cuanto de realizarlo uno o dos años antes del fin del mandato, lo
que significaba su término en forma anticipada. Pero también hay que poner
atención en que el período presidencial debe ser medido en lo referente a su
repercusión en el sistema político, de manera de permitir una institucionalidad
adecuada.

Un régimen presidencial de cuatro años sin reelección, en un país donde la
población tiende claramente a aumentar su esperanza de vida, significará , al
poco andar del sistema, la existencia de una pléyade de ex Presidentes, con
otra pléyade aun mayor de ex colaboradores, que estará siempre impulsando
su vuelta al escenario. Ello implicará una desarmonía con el sistema político
y con la institucionalidad política.

Hay cuestiones que se plantean respecto del régimen de ocho años. ¿Qué
pasa en caso de un mal gobierno? Diría que cuando ha de venir un gobierno
así, los efectos desastrosos a veces se producen al tercer año. En Chile
hay experiencia al respecto. Acerca de tal punto, me parece más peligroso
que un gobierno enfrente problemas cuando está próximo a su término que
cuando está lejano a él. Porque, en el primer caso, reaparece el síndrome del
electoralismo, consistente en que, en vísperas de una elección, la Oposición
tiende a exacerbar las dificultades del gobernante antes que a acercarse a



colaborar en su solución. En un régimen sano, con actores bien inspirados,
un período largo favorece más que uno corto la superación de los conflictos.

Se habla de que un mandato extenso envuelve el riesgo de corrupción o el
de propender a proyectos fundacionales. Pienso que, cuando existe este tipo
de proyectos, en primer lugar, ellos pueden ser buenos y sanos, a no ser que
estén situados en un contexto de irracionalidad, como sucede a veces en
los países. Chile tiene experiencia de proyectos fundacionales que se han
querido establecer en tres años, por lo que tanto un período de ocho, como
uno de cuatro o de tres años pudiera resultar igualmente pasto de quienes
quieren implantarlos.

Respecto de la corrupción, cuando ella ha de llegar lo hará quizás con más
velocidad en un mandato corto que en uno largo, porque, si el que quiere
abusar dispone de poco tiempo, sólo actuará con mayor rapidez. Son otros
los mecanismos para evitar la corrupción: la fiscalización, entre ellos.

De cualquier modo, el período presidencial de ocho años es discutible.
No podemos cegarnos al hecho de que tiene bondades y defectos. Hay
que saber identificar igualmente las primeras; por ejemplo, la disposición
de ánimo de los actores. Seguramente los partidos políticos serán más
cuidadosos al elegir a sus candidatos por ese lapso. Sin duda -eso
lo identifico claramente-, los electores actuarán más responsablemente
cuando deban decidir en el silencio y la solemnidad de las urnas. Siempre
prevalecerá el criterio de la máxima seguridad. Y, después de la decisión,
tendrán claro que a partir de ese momento, y por largo tiempo, sus vidas y
destinos dependerán fundamentalmente de sus propias acciones. Esto tiene
un invaluable efecto político en el desarrollo de los países.

Hay otras opciones. El Gobierno ha planteado un mandato de cinco años,
ampliando el de los Senadores a diez y el de los Diputados a cinco. Aparte
de impresentable en la oportunidad, tal idea es absolutamente inconveniente
para la seriedad y la imagen de esta Corporación, al pretender que se aplique
y beneficie a quienes ejercen hoy tales cargos; y es, además, incongruente.
En efecto, no tendría ningún sentido considerar largo el período presidencial
y, por lo tanto, merecedor de acortamiento; y, a la vez, corto el parlamentario,
que necesitaría de prolongación.

El período de los seis años, que se ha discutido, tiene el grave defecto de la
desincronización (que tanto daño ha traído al país) del mandato presidencial
respecto del de los Parlamentarios.

Existe la posibilidad de los cuatro años con reelección. Es una opción posible.
Tiene inconvenientes y méritos. Los primeros, porque, si el régimen es más
largo, el gobernante, al poco andar, de alguna manera se va desprendiendo
de los compromisos que debió asumir para lograr los apoyos necesarios a
su candidatura. Ese Mandatario, libre de compromisos, normalmente resulta
mejor. La reelección tiene el inconveniente de que hay que volver a contraer
nuevos compromisos. En cuanto a las ventajas, he echado de menos en la



exposición del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra la
mención de que permitir a la ciudadanía pronunciarse al cuarto año sobre la
calidad de la gestión presenta un mérito innegable.

Dicen que hay riesgos de intervención, pero estimo que ellos se evitan de
otra manera: con mayores facultades fiscalizadoras, con el establecimiento
de medidas precautorias, por ejemplo. No sé por qué no se ha planteado
la posibilidad de sincronizar los seis años presidenciales con seis años de
mandato para los Senadores y tres para los Diputados. Es armónico. Lo que
es largo, extenso, excesivo para el Presidente también debiera ser largo,
extenso y excesivo para los Parlamentarios. Por eso, creo que es una opción
interesante de analizar.

Es cierto que, para los Diputados, un período preelectoral muy extenso
sería inconveniente, como en general lo son esos lapsos largos; pero eso
tiene una solución -se la he oído al señor Senador que hoy día preside el
Senado-: acortar el plazo que media entre la inscripción de las candidaturas
y la elección misma. Porque el país cambia en ese lapso, y no antes. Por
consiguiente, la modalidad de Diputados con mandato de tres años y con un
plazo estrecho entre la inscripción de las candidaturas y la elección misma,
sería una solución bastante práctica.

Esta iniciativa es, además, a todas luces inoportuna. Hemos oído una
extensa, profunda y completa exposición sobre ello. Nos encontramos a 60
días de la elección sin que haya consenso respecto de la duración del período
presidencial. Estamos votando la idea de legislar, y hemos visto que quien
la acogió en la Comisión, hoy no está de acuerdo con aquello que aprobó.
No hay consenso en cuanto a qué se va a votar.

He leído en la prensa que un señor Senador -de otras bancas- votaría
favorablemente la idea en general y no se pronunciaría respecto del proyecto
en particular. ¡Estoy cierto de que se trata de un error de prensa! Pero, de
todas maneras, el hecho señala que aquí existe indefinición respecto de
cómo se va a legislar en particular, lo que es de la mayor inconveniencia para
la imagen y la seriedad con que debe trabajar esta Corporación.

Sin duda, efectuar la reforma a estas alturas es la peor señal de inestabilidad
que los actores políticos podemos dar a la ciudadanía. Significa falta de
confianza en el sistema político, en la capacidad de sostener un Gobierno
por ocho años y de superar dificultades, si las hubiere. Significa falta de fe
-como decía un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra-
en las propias candidaturas que hoy se postulan; es la peor demostración
de inestabilidad y de falta de confianza en nuestro sistema que nosotros
podemos exhibir en este momento.

Señores Senadores, ésta es una decisión trascendental. Un sistema
político erróneo culmina fatalmente en crisis social. Hoy día prima en
el país un exitismo frente al cual hay que tener cuidado. Chile soporta
problemas sociales muy profundos. Si la nación no se activa, no será



capaz de solucionarlos. El país reclama modernización muy necesarias.
No son producto de ideologismo, de obcecación o de perfeccionismo; son
necesidades reales, y si no somos capaces de atenderlas, Chile se va a
anquilosar, la tasa de crecimiento decrecerá, y no vamos a dar solución a
los problemas de la gente más modesta. Si sembramos la desesperanza, no
cabe duda de que sobrevendrá la crisis social, porque siempre hay agentes
dispuestos a cosechar la desesperanza para sus arcas.

Por eso, llamo al Congreso, al Senado, a ser especialmente cuidadosos con
esta reforma que se está llevando a cabo. Llegar al régimen de cuatro años es
a todas luces inconveniente, aparte que la oportunidad elegida para legislar
es la peor que pueda darse.

En consideración a lo expuesto, señor Presidente, mi voto será negativo.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, tal como lo han señalado los Honorables
colegas, este debate es muy importante para el país, para todos los efectos
de participación ciudadana. El problema requiere de un análisis profundo, por
cuanto lo que podamos resolver hoy día estará vinculado, con toda evidencia,
al proceso natural de participación de las personas en la elección de las más
altas autoridades del país.

Sin ánimo de complicar más las cosas, debo expresar, sí, que realmente
lamento que la Sala cuente con tan escasa concurrencia de señores
Senadores, especialmente de las filas de Gobierno, que se han ausentado
seguramente por otras obligaciones. Esto me permite pensar que, tal como
lo señalaba el Senador señor Vodanovic al iniciar su intervención (con lo que
estoy en absoluta concordancia), parece que de repente surgen acuerdos sin
que se discutan en la Sala, sin que las expresiones, las ideas, los aspectos
esenciales del debate lleguen al conocimiento público. Es muy importante
señalarlo, no para desatar conflictos, sino por ser una realidad. Estamos
analizando un aspecto básico referente a la ley fundamental de Chile, que
es la Constitución Política de la República.

Tengo temor, también, a los apresuramientos. Este proyecto ingresó al
Congreso Nacional, a la Cámara de Diputados, el día 3 de marzo pasado.
Han transcurrido varios meses, y perfectamente podríamos haber discutido
más a fondo los antecedentes, sin las urgencias que ahora el Ejecutivo
establece para realizar una votación prácticamente en el día de hoy.

El 11 de agosto la iniciativa llegó al Senado, y el 7 de septiembre se conoció
en la Sala el informe respectivo. Para una reforma constitucional, sin duda
éstos son plazos muy breves.

Por las razones y antecedentes que voy a entregar más adelante, me parece
importante que nos detengamos brevemente a apreciar la situación, para
que no vuelva a ocurrir lo que sucedió con otras reformas constitucionales,



como es el caso de la que posibilitó la creación de gobiernos regionales
y, m5ás concretamente, la relativa a la modificación de la Ley Orgánica
Constitucional de Municipalidades, con motivo de la cual, y para los efectos
de la rapidez en su despacho, los presidentes de todos los partidos políticos
firmaron un acuerdo -que se elaboró aquí mismo, en la Sala del Senado-
tendiente a establecer un procedimiento para la elección de alcaldes y
concejales. Empero, ello se hizo a espaldas del pueblo, porque el país
estuvo disconforme con tal fórmula. Y posteriormente fuimos testigos, en
alrededor de 60 ó 70 municipalidades, de un dantesco espectáculo de luchas
y conflictos por obtener el tan ansiado cargo ejecutivo de alcalde en las
respectivas comunas.

Esas fueron situaciones reales y hay que tenerlas presentes.

Ahora bien, con respecto a la idea general del proyecto, es efectivo que la
comunidad chilena -así también lo he notado- tiene la impresión de que el
mandato presidencial por 8 años es excesivo. Y creo -interpretando, quizás, a
la ciudadanía- que esa percepción es correcta, sin perjuicio de que al país no
le interesa que el período presidencial sea de 4, 5 ó 6 años. Las discusiones y
opiniones sobre el particular son variadas. No hay consenso a este respecto.

Al país tampoco le interesa, o lo estima inoportuno, que se estudie o apruebe
una iniciativa por la cual el mandato de los integrantes de una rama del
Congreso: del Senado de la República, tenga una duración de 10 años. A mi
parecer, éste es un lapso extraordinariamente largo.

En definitiva, desde mi punto de vista, el debate suscitado en torno del
período presidencial no se ha desarrollado a cabalidad, por el solo hecho de
que se ha pretendido fijar un plazo determinado sin considerar, asimismo,
las otras materias que de éste se desprenden.

A mi juicio, por los efectos propios de la ley en proyecto, los temas que deben
resolverse son el tiempo del período presidencial, que es el centro de esta
discusión, y, en seguida, la fecha de las elecciones parlamentarias, la que
dependerá de la decisión anterior; la fecha de los comicios de alcaldes y
concejales; el lapso de permanencia de los ex Mandatarios en el Senado.
El artículo 45 de la Carta señala claramente que "Los ex Presidentes de la
República que hayan desempeñado el cargo durante seis años en forma
continua," formarán parte del Senado. Por consiguiente, la aprobación de
cualquier término inferior a 6 años implicará, sin lugar a dudas, la marginación
de esa norma constitucional. Y la situación del ex Primer Mandatario y del
actual, señores Pinochet y Aylwin, también deberá considerarse en el caso
de la reforma del artículo señalado.

A lo expuesto es preciso agregar otro elemento importante cuando se analiza
el tema de la participación ciudadana en un acontecimiento tan relevante
como la elección de Presidente de la República y la relación que ésta debe
tener con la de parlamentarios: la revisión, en la forma más completa posible,



y sobre la base del proceso de regionalización, de la alternativa de realizar
pactos políticos regionales.

Como dije, un período presidencial de 4, 5 ó 6 años incide en la oportunidad
del resto de las elecciones y en lo estatuido en la Constitución acerca de la
permanencia de los ex Jefes del Estado en esta rama legislativa, quienes
integran el Senado de la República si han cumplido funciones ejecutivas
a lo menos durante seis años. Si dicho mandato se fijare en 5 ó 6 años
sin modificar, al mismo tiempo, la duración de los demás cargos públicos
de elección popular -parlamentarios y concejales-, los chilenos tendríamos
comicios en 15 de los próximos 20 años, situación que nadie podría soportar.

El hecho de que el Ejecutivo haya propuesto un mandato presidencial
de 4 años -lapso que muchas personas aceptan- sin contemplar,
simultáneamente, la enmienda del artículo relativo a la permanencia de los
ex Mandatarios en el Senado, permite suponer que rechaza de plano tal
alternativa. En mi concepto, también es preciso examinar esta materia, pero
hasta el momento ella ha estado ausente del debate público.

Por otro lado, la mantención del esquema de que los Diputados duren 4
años en sus cargos y 8 años los Senadores, con un período presidencial que
igualmente se extienda por ese último lapso, obliga a efectuar los comicios
parlamentarios juntamente con los municipales, de modo que se produciría
un verdadero festival de elecciones en caso de no hacer las modificaciones
correspondientes en forma completa. En virtud de lo anterior, surge la natural
inquietud en cuanto a las bondades de un sistema electoral que politizaría
aun más las elecciones locales, lo que la opinión pública estima negativo.

Al abordarse el tema electoral concerniente a uno de los estamentos
públicos, el de Presidente de la República -y en el entendido, por las razones
ya dadas, de que no puede discutirse aisladamente-, de una revisión amplia
necesariamente emerge la conveniencia de la separación electoral entre
concejales y alcaldes. Esto es aceptado, o, mejor dicho, solicitado por la
inmensa mayoría de los chilenos, con el objeto de evitar, entre otras cosas,
el espectáculo público que significó, en muchos municipios la designación
del jefe comunal.

En resumen, en el análisis del mandato presidencial, cualquiera que sea
su duración, deben tenerse presentes los puntos anteriormente citados. No
hacerlo implica omitir la consideración de asuntos de enorme trascendencia
para la administración del país y la participación ciudadana.

Digo esto, señor Presidente, porque si bien es cierto que hoy el debate se
desarrolla en torno a la idea de legislar o no sobre la materia, en un proyecto
de artículo único evidentemente se están excluyendo los otros aspectos
a que me he referido y que me parecen fundamentales para coordinar la
elección de Primer Mandatario con las demás.

Mi opinión es que el período presidencial de 8 años, contemplado en
la Constitución, es demasiado extenso. En todo caso, he recogido las



expresiones del Senador señor Prat, quien ha entregado una serie de
antecedentes de fondo que yo desconocía y que, por la importancia que
revisten, requieren ser analizados más detenidamente. Ellos plantean -en
especial los contenidos en la primera parte de su intervención- cuestiones
de interés, no sólo en lo atinente a la Administración del país, sino, también,
a aspectos sustanciales de los ámbitos social, cultural y político, que se
encuentran reflejados tanto en el desarrollo de Chile, a lo largo de su historia,
como en el de otras naciones.

A mi modo de ver, sería positiva la separación de las elecciones locales,
respecto de las que se destinen a llenar cargos de carácter nacional. Si
finalmente se aprobare un mandato presidencial de 6 años, obligadamente
los comicios municipales tendrían que realizarse en conjunto con los de
parlamentarios, lo que se observa como un factor negativo por los chilenos.
En cualesquiera de las alternativas, la elección de alcaldes y concejales
deberá efectuarse separadamente, sin embargo.

Asimismo, observo positivamente la idea de que los ex Presidentes de la
República, al término de su mandato, sean Senadores por el mismo número
de años que dure su período. Si éste es de 5 años, serán Senadores por
un plazo similar. Para el país y para esta rama del Congreso es importante
contar con su concurso. Y, por ello, es necesario considerar la situación de los
dos ex Presidentes que el país tendrá en el momento en que eventualmente
rija una reforma constitucional como la que nos ocupa.

El período presidencial de 5 años -que también se ha sugerido- obligaría a
aumentar a 10 años el de los Senadores, lo que parece excesivo. Si esta
última posibilidad se extendiera a quienes en este momento desempeñamos
el cargo, los que fuimos elegidos para 8 años cumpliríamos funciones por
9 años. Como esto es impresentable para quienes nos hallamos en esa
situación, mi votación sería contraria. Y si finalmente se aceptara, con
motivo del estudio general, el período presidencial de 5 años, sostengo
enfáticamente que los Senadores no deberían ir a la reelección, lo que
apoyaría, incluso, en la condición actual de 8 años.

Señor Presidente, espero que el Ejecutivo tome en cuenta estos aspectos y
retire la urgencia al proyecto. Los antecedentes constitucionales nos llevan
a manifestar la inquietud -ya expresada por algunos señores Senadores-
de que esta reforma sea ratificada por el Congreso Pleno en una fecha
demasiado inmediata a las próximas elecciones presidencial y parlamentaria,
o con posterioridad a ellas, lo que, en mi concepto, también es negativo, por
los motivos que a continuación señalaré.

Es necesario, entonces, que se retire la urgencia al proyecto, con el objeto
de que podamos dedicarnos, con calma y responsabilidad, a debatir a fondo
todas las alternativas, y sin perjuicio de la conveniencia de invitar a cada
candidato a la Presidencia de la República a que emita su opinión. De ese
modo, ante la eventualidad de que llegue la fecha de la elección y no se
haya dilucidado el problema -lo que a estas alturas es casi una realidad-, el



asunto podría ser resuelto con pleno conocimiento de la ciudadanía. Sería
vergonzoso que el elector concurriere a sufragar sin que supiera a ciencia
cierta la duración del período por el cual se elegirá a la Máxima Autoridad
del país, y tampoco -según el contenido de la reforma- la de aquel que
corresponderá a los propios Parlamentarios, Diputados y Senadores.

Por último, cabe advertir que el precepto en estudio tendría carácter
retroactivo. Si bien en Derecho Público la norma actúa desde el acto de
su promulgación, hay que tomar en cuenta que la ley vigente constituye,
de hecho, un "contrato público", con reglas del juego claras en sus
disposiciones, las cuales fueron conocidas y aceptadas por todos aquellos
que participaron previamente en la elección de los candidatos a la
Presidencia y al Parlamento, hasta la inscripción de éstos. Como ese efecto
retroactivo tampoco se ha sometido a un análisis más profundo, debería
incluirse en el debate a que he hecho mención.

Nada más, señor Presidente.

El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor
Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención las
fundadas exposiciones que han hecho algunos Honorables miembros del
Senado acerca de una materia de tanta trascendencia como la que estamos
examinando.

Voy a referirme a aspectos -diría- prácticos, relativos a la aplicación de
determinadas ideas que aquí se han expresado. Pero, antes, desearía que
quien representa -por cierto, con mucha inteligencia- al Ejecutivo en esta Sala
me pudiese confirmar si es efectivo que el Gobierno enviará próximamente
al Parlamento algunos proyectos de ley, o de reforma constitucional,
relacionados con la elección, separada e independiente, de alcaldes; con
mayores atribuciones fiscalizadoras para la Cámara de Diputados, materia
en la que se rebajarían los quórum que se necesitan para conformar las
Comisiones respectivas; con la elección separada de concejales, respecto
de las parlamentarias, y con el propósito de efectuar siempre -cualquiera
que sea la solución que se dé al problema del mandato del Presidente de la
República- conjuntamente las elecciones presidencial y parlamentarias.

Se me ha informado que ésas serían las bases para un acuerdo.

Quisiera saber si, de aprobarse el proyecto en discusión, que reduce el
período presidencial, existirá la seguridad de que las enmiendas indicadas
también se aprobarán.

Señor Presidente, antes de continuar con el uso de la palabra, me gustaría
tener la certeza de que las cosas están planteadas en ese terreno en este
momento.



El señor CORREA (Ministro Secretario General de Gobierno).- ¿Me permite,
señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Enrique
Correa.

El señor CORREA (Ministro Secretario General de Gobierno).- Señor
Presidente, pensaba intervenir al final del debate, para formular algunas
consideraciones en nombre del Gobierno. No obstante, las haré ahora, ya
que así lo solicita el Senador señor Jarpa.

En primer lugar, coincidimos con el propósito de legislar en favor de la
elección directa de alcaldes; segundo, hemos estado siempre -como lo afirmó
en esta Sala el Ministro señor Boeninger- por mantener la simultaneidad de
las elecciones de Presidente de la República y de Parlamentarios; tercero,
nos parece bien- que, al igual como ocurre ahora, los comicios municipales
no se realicen al mismo tiempo que los presidenciales y parlamentarios,
porque es positivo subrayar el carácter específico del municipio y su
diferencia con la naturaleza de la instancias propiamente políticas de nuestro
sistema institucional; cuarto, no tenemos objeción y estamos dispuestos a
contribuir legislativamente al fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras
del Congreso Nacional, por cuanto esto es bueno para el prestigio y la
transparencia de nuestro sistema político.

Por otro lado, señor Presidente, el Senado conoce bien la opinión del
Ejecutivo con respecto a la duración del mandato presidencial, la cual está
expresada en la redacción original del proyecto de ley que el Presidente de
la República sometió a consideración del Parlamento y que fue defendida en
esta Sala por el Ministro señor Boeninger.

He dicho.

El señor VALDES (Presidente).- Puede continuar con el uso de la palabra el
Honorable señor Jarpa.

El señor JARPA.- Agradezco al señor Ministro que nos haya aclarado estos
puntos. Pero no entiendo por qué esas iniciativas están condicionadas a
la aprobación del proyecto en estudio, en circunstancias de que son muy
interesantes y de que con ellas coincide el Gobierno, al igual que la totalidad
de los miembros de esta Corporación, y, tal vez, de la Cámara de Diputados,
en lo que se refiere a las atribuciones fiscalizadoras.

Yo pregunto si es necesario que estemos negociando algo que
evidentemente sirve al país. Si no se aprueba lo propuesto por el Gobierno
en este momento, en el sentido de acortar el período presidencial, ¿podría
significar que el Ejecutivo no enviará dichos proyectos, porque deja de
considerarlos convenientes para el país?

Me gustaría que el señor Ministro precisara en qué terreno se están
planteando estos temas: si estamos frente a una negociación o si constituye



una voluntad firme del Gobierno la de llevar adelante aquellos propósitos de
bien público.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CORREA (Ministro Secretario General de Gobierno).- Señor
Presidente, es la misma bancada del Honorable señor Jarpa la que nos ha
propuesto sostener conversaciones, a lo que nosotros, naturalmente, hemos
estado dispuestos. Como es obvio, nunca accederemos a algo en lo que no
estemos de acuerdo.

El señor JARPA.- Señor Presidente, espero que lo manifestado por el señor
Ministro sea un avance en cuanto a dejar establecido que el Gobierno estima
que tales proyectos resultan convenientes, para que luego los veamos en el
Congreso.

Ahora bien, con respecto a la reforma para reducir el período presidencial,
cabe observar que se han dado todos los antecedentes que demuestran
su inoportunidad. No estoy diciendo que sea inconveniente llevarla a cabo
-posiblemente es muy necesaria-, sino que objeto el momento en que se
plantea, ya que los plazos de que se dispone y todos los requisitos que deben
cumplirse antes de que se realice la elección constituyen un problema que
me parece imposible superar. Por lo tanto, aparecemos legislando con una
urgencia que no tiene explicación para la opinión pública, salvo la de acortar
como sea el mandato del próximo Presidente de la República.

Se ha dicho que la inmensa mayoría de los chilenos está de acuerdo con la
reforma. Sin embargo, en las encuestas he podido comprobar que entre los
diez o quince temas de mayor interés y preocupación para la opinión pública
no figura la reducción del período presidencial.

Pienso que lo apropiado es que sean los mismos candidatos -todos, muy
respetables- quienes establezcan en su programa si, de ser elegidos,
propondrán el acortamiento de su mandato presidencial. El hecho de que
resolvamos esta materia nosotros, integrantes de un Congreso próximo al
término del período legislativo -salvo el caso de los Senadores que duran 8
años en su cargo-, y cuando el Gobierno se encuentra en las postrimerías,
va a sentar un precedente funesto. Porque el día de mañana un Jefe del
Estado podría interesarse, si aspirara a ser elegido nuevamente en el futuro,
en la reducción del período de su sucesor, con el objeto de volver luego a
La Moneda.

Señor Presidente, yo me pregunto qué situación se plantea si en víspera de
una elección se le acorta a la mitad el mandato presidencial a un candidato
que se sabe que será elegido, ya que cuenta con el apoyo de la gran
mayoría de la opinión pública. Creo que eso implica falta de seriedad y
atenta gravemente contra la estabilidad que deben tener las disposiciones
constitucionales.



Hemos escuchado a un señor Senador notificarnos que no se aceptará
ninguna proposición que difiera de los cuatro años para el período
presidencial, sin reelección, y que si la reforma no se lleva a cabo ahora,
el año próximo podría haber -y lo dijo textualmente- "graves problemas
políticos". ¿Qué graves problemas políticos podrán producirse? No lo sé.
¿Habrá una revolución? Lo ignoro. Estas notificaciones no contribuyen a
mantener un ánimo constructivo en los debates. Puede haber gente que
sienta mucho temor ante una amenaza de ese tipo -no es nuestro caso-, pero
creo que tal recurso no constituye un buen argumento.

Finalmente, deseo preguntar qué votaremos ¿Vamos a rechazar el texto
propuesto por el informe de la Comisión, que establece un mandato
presidencial de 6 años? Hago la consulta porque entiendo que algunos
señores Senadores que en la Comisión votaron por ese período hoy día son
partidarios de 4 años. ¿Qué pasará en relación con los 6 años, si se nos ha
notificado que el Gobierno y determinados colegas no aceptan un mandato
por ese lapso?

Señor Presidente, no quiero hablar de falta de seriedad, pero no veo
ninguna concordancia entre lo que se está planteando y lo despachado
por la Comisión; entre lo que votaremos y lo que se pretende hacer luego
de la aprobación en general. Observo que existe una enorme confusión
al respecto, y no me extraña que la opinión pública no entienda nada,
en definitiva. Porque anteriormente fuimos criticados quienes propusimos
un mandato de 6 años, pero ahora ello fue aprobado por la Comisión de
Constitución. Y, cuando hay Senadores dispuestos a votar por los 6 años,
aquí se nos notifica que el Gobierno no acepta ninguna proposición distinta
de la que postula 4 años...

El señor VODANOVIC.- ¿Me concede una interrupción, Honorable colega,
por cuanto he sido aludido por Su Señoría?

El señor JARPA.- Con mucho gusto, señor Senador, con la venia de la Mesa.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Vodanovic.

El señor VODANOVIC.- Muchas gracias.

En primer lugar, deseo señalar que del contexto de mi intervención y de
mi modesto currículum, en el que no figura el ejercicio de ningún cargo de
autoridad ejecutiva, ni menos de orden público, jamás podría presumirse que
pretendo amenazar o causar temor al Honorable colega o a algún señor
Senador.

En segundo término, quiero aclarar que consta en el informe mi votación
favorable a que se consagre un período de 6 años, lo que fundamentalmente
ha perseguido el solo efecto de que pudiésemos discutir la idea de legislar.
Es algo que he reiterado en el Hemiciclo. Y ciertamente me he permitido



exponer que la posición de nuestra bancada se inclina por el proyecto original
del Ejecutivo, que contempla un período de 4 años, sin reelección.

El vaticinio de los conflictos políticos institucionales que pudieran generarse
no deriva de ninguna particular predisposición a ser "pitoniso", sino de la
simple lectura de lo ocurrido en cualquier parte del mundo cuando se recorta
un período presidencial en ejercicio.

He dicho.

El señor JARPA.- Señor Presidente, agradezco mucho al Honorable colega
su aclaración; pero ahora entiendo mucho menos el asunto. ¿Votaremos la
proposición de 6 años contenida en el informe? Si es rechazada, ¿tendremos
que dejar de lado el estudio del proyecto y esperar que sea tratado el próximo
año, con un Gobierno y un Congreso nuevos? ¿Se recurrirá a la vía de las
indicaciones para cambiar el período de 6 años por uno de 4 años e incluir
todo lo que se estime conveniente? Realmente, no entiendo qué juego se
pretende llevar adelante con este sistema.

Por lo tanto, señor Presidente, no me queda más que votar en contra del
proyecto, porque creo que en esta materia se advierte una falta absoluta de
seriedad.

El señor VALDES (Presidente).- Quiero precisar, desde el punto de vista
reglamentario, la votación que se realizará hoy día. El Senado está abocado
a pronunciarse en general respecto de la iniciativa que nos ocupa, originada
en un mensaje del Ejecutivo e informada por la Comisión de Constitución.
El artículo 118 del Reglamento establece que "La discusión general se
circunscribirá a la consideración de las ideas fundamentales del proyecto,
conforme lo haya propuesto en su informe la Comisión respectiva o resulte
de la proposición original en el caso de haberse omitido ese trámite,".

Ahora, los demás aspectos que contiene el texto en debate pueden ser objeto
de indicaciones, sea por parte del Presidente de la República o de un máximo
de cinco Senadores.

Por lo tanto, si la Sala rechaza la iniciativa, ésta concluirá su tramitación; si la
aprueba, deberá volver a Comisión, donde un señor Senador puede formular
las indicaciones que estime convenientes. En este segundo caso, el órgano
técnico tendrá que discutir nuevamente el asunto. La discusión particular
proporciona, entonces, la posibilidad de pronunciarse acerca de la forma
como el primer acuerdo, relativo a la idea de legislar, es especificado, en
cuanto al número de años del período presidencial. Ese es el procedimiento.
Aquí no estamos resolviendo definitivamente sobre un mandato presidencial
de determinada extensión, sino sobre la idea de legislar acerca del plazo de
que dispondrá el Presidente de la República, en el futuro, para desempeñar
sus funciones.

El señor SULE.- Está claro, señor Presidente.



El señor THAYER.- Quiero hacer una consulta al respecto, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.- Si escuché bien -por lo demás, ésta es una materia que
se halla determinada en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso-, la
votación en general se refiere a las ideas fundamentales de un proyecto,
también llamadas "ideas matrices". Por eso, creo que es absolutamente
indispensable que respecto de esta iniciativa las tengamos claras. Entiendo
que ellas apuntan -puedo estar equivocado- a reducir el mandato presidencial
al mismo período de los Diputados, a mantener la simultaneidad de las
elecciones presidenciales y parlamentarias, a modificar el procedimiento en
caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, a no aceptar
la reelección presidencial, y, por último, a fijar una fecha de vigencia
determinada, porque la vigencia in actu crearía toda clase de problemas.

¿Ese es el punto de vista, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).- No es un punto de vista, señor Senador, sino
una interpretación de la Mesa en cuanto a que la idea matriz del proyecto es
acortar el período presidencial. Eso es lo que plantea la iniciativa.

El señor HORMAZABAL.- Señor Presidente, propongo que sigamos el orden
de inscripción y aclaremos definitivamente los aspectos procedimentales de
la votación al momento de proceder a ella.

El señor VALDES (Presidente).- Para terminar la discusión, hago presente
que la opinión de la Mesa es que las ideas fundamentales del proyecto son,
primero, reducir el período presidencial,...

El señor DIEZ.- Habría que confirmarlas con el mensaje, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).-... y segundo, la simultaneidad de la elección
del Presidente de la República con la de los Parlamentarios.

Son dos ideas...

El señor HORMAZABAL.- La forma de llenar el cargo en caso de vacancia
es otra idea contenida en el proyecto.

El señor VALDES (Presidente).- Así es, señor Senador.

Continuaremos, entonces, con el orden de inscripción.

Corresponde usar de la palabra al Honorable señor Gazmuri, quien no se
encuentra presente en la Sala.

Está inscrito en seguida el Senador señor Romero.

El señor ROMERO.- Gracias, señor Presidente.

El señor DIEZ.- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega?



El señor ROMERO.- Sí, con la venia de la Mesa.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, voy a leer la iniciación del mensaje con
que el Primer Mandatario, envió el proyecto. Dice:

"El Gobierno que me honro en presidir, sobre la base de los fundamentos
que en el presente mensaje se exponen, ha estimado oportuno proponer
a la consideración del H. Congreso Nacional un proyecto de reforma
constitucional destinado a modificar la duración del período presidencial.".

Esa es la idea fundamental de la iniciativa, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable
señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, el tema fue tratado con seriedad por
quienes me antecedieron en el uso de la palabra. Lo digo porque en algunas
oportunidades caemos en posiciones que no siempre pueden considerarse
objetivas.

En este caso se trata de un asunto controvertible, en el cual caben distintas
opiniones, todas ellas perfectamente legítimas, que a mi juicio no afectan
a ningún principio esencial de la Constitución Política de la República, sin
desconocer su importancia.

La Comisión Política de Renovación Nacional, de la cual formo parte en
representación de los Senadores del Partido, se pronunció expresamente
acerca del asunto en cuestión, y lo mismo hicieron nuestros Diputados,
prácticamente en forma unánime.

Hoy el Senado debe votar la idea de legislar.

Se ha planteado el problema de la oportunidad, con razones de peso. Sin
embargo, debemos evaluar qué es más importante: si las circunstancias
del tiempo en que estamos legislando -sin duda, ésta no es la ocasión
ideal-, o resolver el tema de fondo, cual es determinar si al país le conviene
o no un período presidencial prolongado, que la experiencia indica como
especialmente desgastador cuando se trata del ejercicio del poder, habida
cuenta de lo ocurrido en el campo internacional.

En lo personal, he sostenido desde principio que un período extenso
resulta in-conveniente, máxime si el pueblo soberano no escoge bien a su
gobernante.

Debo reconocer, sí, que el debate sobre el punto será recurrente, como lo
demuestran nuestra historia y nuestra evolución republicana. Hemos tenido
todo tipo de experiencias en materia de períodos presidenciales.

Por otra parte, los cambios constitucionales que hemos acordado, e incluso
impulsado desde estas bancas, como es el caso de las reformas dirigidas a



regionalizar y descentralizar el país, son una expresión de flexibilidad y no
de inestabilidad.

Hay reformas y reformas, señor Presidente. Unas constituyen modificaciones
esenciales; otras, no. En este caso, a mi juicio, estamos ante una de estas
últimas. Sostener lo contrario sería comparar la enmienda que nos ocupa
con el reemplazo de todo el sistema político y económico que nos rige y
que asegura la Constitución, o con alteraciones en las garantías individuales
consagradas en nuestra Carta Fundamental (por ejemplo, el derecho a vivir
en un medio ambiente libre de contaminación o el derecho de propiedad).
Nadie podría efectuar hoy día semejante parangón.

La duración del mandato presidencial es un tema debatible, en el que son
perfectamente aceptables las opiniones divergentes.

En mi concepto, para que los gobiernos lleven a cabo obras positivas no se
requiere mucho tiempo, sino voluntad y decisión.

Hemos estimado conveniente poner en el tapete planteamientos destinados
a perfeccionar nuestra institucionalidad. El señor Ministro ya dio respuesta
a las interrogantes que le formuló un señor Senador que me precedió en el
uso de la palabra.

Para evitar la inoportunidad, desde hace algún tiempo nos hemos
manifestado partidarios de un período de entre cuatro y cinco años.
Sin embargo, este último no es presentable. Porque si aceptamos la
simultaneidad de la elección presidencial con la parlamentaria, no resulta
admisible que estemos autolegislando para prolongar nuestro mandato. Y
los cinco años no sólo provocan el problema de la mala presentación: con
ellos, además estaríamos faltando gravemente a un valor ético.

Se han colocado en el debate temas extraordinariamente importantes. A mi
juicio, no puede ser más relevante que en una democracia participativa los
alcaldes sean elegidos en forma directa, en elección simultánea con la de
concejales, pero independiente de éstos. Esta idea se ha venido planteando
en términos genéricos. Y, para no perder oportunidad -siempre se podrá decir
que es inoportuna-, prefiero colocarla hoy en el tapete, con el fin de resolver
el punto cuanto antes.

Que las elecciones municipales se realicen siempre en forma separada de
las elecciones parlamentarias y de Presidente de la República, en años
calendarios distintos, garantiza que no vamos a llevar un problema político
al ámbito de la administración comunal, que es eminentemente técnico. Y,
como no quiero que el día de mañana se diga que es inoportuno hacerlo,
prefiero poner el tema en el debate hoy.

Por otro lado, garantizar que las elecciones parlamentarias y de Presidente
de la República se efectúen siempre en forma conjunta es aceptar que



hoy, en forma oportuna, nos estamos planteando ante un asunto que será
debatido en lo futuro y sobre el cual existen posiciones discrepantes.

Quiero que la opinión pública sepa que este tipo de asuntos se discuten en
el Senado de modo transparente y no en un pasillo o detrás de una puerta,
porque son cuestiones que deben ponerse encima de la mesa cuando se
realizan debates de esta naturaleza.

Empero, hay una materia mucho más importante aún que las ya señaladas,
que dice relación a la posibilidad real de otorgar mayor poder de fiscalización
a la Cámara de Diputados. Porque si uno analiza las facultades de esa rama
del Parlamento en cuanto a la creación de comisiones investigadoras y a
los quórum requeridos, no cabe la menor duda de que queda con un sabor
amargo al apreciar las limitaciones que tienen al respecto las minorías frente
a las mayorías.

Creo que debemos perfeccionar nuestra institucionalidad, lo cual siempre es
oportuno. Nunca es inoportuno introducir mejoras al ordenamiento vigente si
procuran transparencia y participación real, tanto de los sectores mayoritarios
como de los minoritarios.

Señor Presidente, soy partidario de un período presidencial de cuatro años
con reelección, pues el de cinco se hace prácticamente imposible, por el ya
mencionado problema de la autolegislación. Con un mandato de cuatro años
con reelección, en cambio, nadie podría afirmar que estamos cambiando
las reglas del juego. Porque si uno de los actuales candidatos a la Primera
Magistratura resultara electo y lo hiciera bien, podría gobernar hasta ocho
años en el más alto cargo del país.

Si aprobamos un mandato de ocho años y el gobernante resulta malo, ¿cómo
lo convencemos de que renuncie a completar el total de su período?

Todos tenemos pleno derecho a mantener posiciones discrepantes en esta
materia, y nadie puede aseverar que no gozamos de la independencia y la
libertad necesarias para manifestar las opiniones que estamos exponiendo.

Votaré a favor de la idea de legislar, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor
Hormazábal.

El señor HORMAZABAL.- Señor Presidente, en el interesante debate
suscitado a raíz del proyecto se han dado argumentos de distinta índole:
históricos, políticos, sociales. Y hemos intentado escucharnos con el fin de
cumplir uno de los objetivos esenciales para los cuales se nos eligió: tratar de
obtener una legislación que sirva al país reflejando el máximo de acuerdos
posible.



Se ha argumentado en cuanto a la oportunidad de modificar la duración del
mandato presidencial y al motivo que impulsó al Ejecutivo para pretender
hacerlo.

Si uno quisiera recapitular a estas alturas, debería decir, por ejemplo, que el
Gobierno realizó una serie de consultas políticas. Las hizo con los partidos
de la Concertación, los cuales expresaron su acuerdo.

Las hizo con la Oposición, y sectores importantes de ella dieron su
asentimiento.

Este no es sólo un problema de imagen, sino también de realidades. Y consta
en los antecedentes que obran en poder de Sus Señorías que los Diputados
de la Concertación y los de Renovación Nacional aprobaron sin conflictos el
proyecto.

Demostración de mayor espíritu de concertación y de convergencia, ¡dónde!
La Cámara de Diputados otorgó un rotundo respaldo a la iniciativa del
Ejecutivo. Y, adicionalmente -hubo diversas declaraciones en tal sentido a
los medios de comunicación-, la Comisión Política de Renovación Nacional
y las direcciones políticas de la Concertación manifestaron su aprobación.

Tanto el Gobierno como los partidos de la Concertación entendieron que
se estaba produciendo un primer gran acuerdo, el cual se explicitaba en la
votación efectuada en la Cámara Baja.

En el transcurso del debate en la Cámara Alta volvió a traslucirse la actitud
responsable con que Senadores de distintas colectividades abordamos el
tema. Hubo opiniones diferentes acerca de lo aprobado en la Cámara de
Diputados -surgieron, por ejemplo, desde las bancas de la Democracia
Cristiana-, como asimismo criterios divergentes de parte de distinguidos
señores Senadores de Oposición.

Esto no es novedad, señor Presidente, porque hemos aprendido a
reconocernos la capacidad de tener diversas opiniones. Y sería innumerable
el relato de las ocasiones en que Senadores de diferentes partidos hemos
votado sin considerar nuestra posición geográfica-política respecto del
Gobierno.

Sin lugar a dudas, nos hemos demorado -quizás más de lo necesario-
en el propósito de lograr un acuerdo sobre el particular, demostrando de
nuevo capacidad para entendernos. Durante el debate hemos escuchado
argumentaciones muy variadas. Por ejemplo, la propuesta de acortar el
período presidencial a cinco años fue formulada por Senadores tanto de
Renovación Nacional, como de la Democracia Cristiana y de otras bancas,
en el espíritu de buscar acuerdo. Y la opción por ese lapso no fue producto
del azar: dicho período se halla inserto en la historia constitucional de Chile.
Cuando se estudia desde el primer Estatuto, de 1823, hasta la Carta de
1980, queda claro que durante casi cien años de ordenamiento constitucional
existió el mandato presidencial de cinco años; que hasta 1871 hubo la



posibilidad de reelección por un período similar, y que a partir de ese año se
suprimió dicha posibilidad.

Por consiguiente, pensamos que fue legítimo y bien inspirado el
planteamiento hecho por Senadores de nuestro Partido y de otras
colectividades en cuanto a buscar un acuerdo sobre el período presidencial
de cinco años.

Hemos llegado al final del camino sobre la base de otras propuestas.
Pero ellas -lo digo con franqueza- no están fundadas, desde el punto de
vista de la Concertación, en la desconfianza. ¿Qué desconfianza vamos
a tener los democratacristianos, por ejemplo, quienes, de entre hombres
valiosos, escogimos por unanimidad a Eduardo Frei como el mejor para
representarnos en este momento histórico? ¿Qué desconfianza vamos a
tener luego de que, en un acto hermoso, 500 mil chilenos -¡500 mil!-
demostraron su fe en que la Concertación sería capaz de elegir al candidato
a la Presidencia de la República de entre hombres idóneos presentados por
distintos partidos?

Hay una confianza reiterada, reconocida por un distinguido señor Senador de
Oposición qué señala que, tal como van las encuestas y los antecedentes, lo
más probable es que tengamos el orgullo de que un Senador de estas bancas
y de la Concertación ocupe la Primera Magistratura en el período siguiente.

Y nos estamos planteando en esa perspectiva con la autoridad moral
de Eduardo Frei, de sus camaradas de Partido y de sus amigos de la
Concertación, preocupados por la gran tarea de cómo seguir manejando
Chile en forma compartida.

No existe desconfianza, salvo que se esté pensando utilizar este elemento
con fines electorales.

Honorables colegas, les garantizamos -¡les garantizamos!- que, por 8, 7, 6,
5, 4 ó 3 años, Eduardo Frei en la Primera Magistratura será el Presidente
de todos los chilenos. Les garantizamos que, cualquiera que sea el período
de su mandato, buscará los acuerdos con otros chilenos. Porque las
experiencias dolorosas que hemos vivido nos han enseñado que esto no
depende del número de años ni del porcentaje de votos obtenidos: ello surge
de la convicción más profunda que tenemos en la Concertación de que Chile
no nos pertenece sólo a nosotros. Somos una parte relevante de la sociedad,
enclavada en el alma del pueblo; pero sin la necesaria colaboración de otros
sectores este país no progresa y no da solución a la angustiosa multitud de
pobres que todavía claman por respuestas.

Es por confianza en los chilenos, en la capacidad de entendernos con la
Oposición, que ahora estamos discutiendo un proyecto de esta naturaleza.
Deseamos acercar las decisiones fundamentales a los chilenos; queremos
que tengan la oportunidad de resolver, en el período más apropiado posible,
lo que estimen mejor para ellos.



Es la actitud que mantendremos hacia el Senador señor Alessandri, a quien
distinguimos con nuestra amistad y respeto. Y con cualquier chileno que
postule a la Primera Magistratura tendremos una actitud de respeto, aunque
dura en los términos para discutir los distintos proyectos que presentemos.

Por lo tanto, se trata de una actitud de confianza en los chilenos, en el hombre
y la mujer que han visto alejadas de ellos las decisiones políticas durante
demasiado tiempo. Y, aunque el período presidencial dure 4, 5, 6 u 8 años,
nos interesa que en el futuro los chilenos elijan a sus autoridades.

No existe, Honorables colegas, desconfianza ni miedo. Estamos llenos de
optimismo respecto de lo que será capaz de realizar, en conjunto, la clase
política chilena, donde hay hombres y mujeres con honestidad a toda prueba
y donde la calidad está repartida por todas partes.

Deseamos un Presidente para todos los chilenos y que éstos puedan
participar de la manera más armónica factible en el proceso político, porque
eso permitirá enfrentar los grandes desafíos con un pueblo concientizado
respecto de ellos.

No nos preocupa que haya paros y huelgas. Son menores. Comparen las
cifras, Honorables colegas: en Chile existen menos paros y se pierden menos
horas-hombre que en las grandes sociedades desarrolladas de Europa. Lo
que nos interesa es que los profesores, los trabajadores de la Salud o
cualesquiera sectores en conflicto sepan que su país y su sociedad les dan
un cauce para expresarse; que cuando les decimos que estamos de acuerdo,
estamos de acuerdo; y que cuando les manifestamos que no lo estamos, no
lo estamos, sin que por ello los consideremos enemigos de la democracia
o de Chile.

Las sociedades democráticas, señores Senadores, no impiden los conflictos:
los canalizan, los hacen aflorar. Los chilenos que protestan tienen derecho
a hacerlo. Y los que critican al Gobierno de la Concertación, a nuestro juicio,
están equivocados en muchas cosas y en otras tienen razón; pero deseamos
reconocernos con ellos en la tarea democrática común.

En consecuencia, para nosotros la cuestión comienza en cómo estructurar
un sistema político que funcione mejor.

Entonces, no nos castiguemos por haber intentado acuerdos. ¡Si esto no es
un. negocio! ¡Aquí no estamos en un supermercado! ¡No ha sido una cosa
de toma y daca!

Llegamos a un acuerdo por ejemplo, con destacados integrantes de
Renovación Nacional. Sabemos que no involucra a todo el Partido, y
aceptamos ese hecho. Propusimos la elección directa de los alcaldes.
Para concretar ese propósito, Senadores de la Concertación presentamos
la indicación correspondiente, y en la Comisión había representantes de
Renovación Nacional dispuestos a aprobarla. Pero ello no fue posible.



Entonces, hoy nos damos una nueva oportunidad: sí, elecciones directas de
alcaldes.

¿Quién ha negociado o transado para tener de nuevo un punto de
convergencia?

Se ha planteado, por ejemplo, mantener los comicios municipales
separados. Personalmente, creía conveniente realizar conjuntamente todas
las elecciones. Pero hemos escuchado opiniones; entre otras, las de la
Asociación Nacional de Municipalidades, que postula la necesidad de no
modificar el sistema.

En democracia tienen voz los actores sociales. Y lo que estamos haciendo
aquí es recoger distintos pareceres, que comprometen a alcaldes y
concejales de la Concertación, de Renovación Nacional y de la UDI.

¿Es un negocio a espaldas del país? ¿O se trata de un reconocimiento de
que los cauces creados sirven para canalizar las opiniones de las personas?

Creo que los integrantes de esa Asociación saben que su voz fue oída en el
Parlamento. Y, aunque muchos hubiésemos querido hacer otra cosa, un país
en democracia debe convenir que diferentes puntos de vista son legítimos.

Hemos planteado que las elecciones parlamentarias y de Presidente de la
República se realicen siempre en forma conjunta. Sin embargo, al aprobar la
Comisión, por mayoría, el mandato de seis años se pierde la simultaneidad.

Dijimos que dicho período no era dogmático; que cuatro o cinco años podría
ser la fórmula; que la simultaneidad podría ser valiosa. Y agradeceremos
que, así como nosotros hemos cambiado de opinión respecto de algunas
materias, también otros puedan hacerlo a fin de llegar a un acuerdo en tal
sentido y estén disponibles para el aprendizaje compartido en cuanto a que
es mejor que haya simultaneidad.

Por otra parte, se nos plantea una discusión que teníamos desde hacía
mucho tiempo. Quienes representan a la zona sur, especialmente, piensan
que para efectuar las elecciones los meses de invierno son los más
inadecuados. Y en el norte basta un aguacero para que se corten
los caminos: llueve poco, pero cuando cae el agua provoca problemas
muy delicados. Entonces ¿no les parece a Sus Señorías que estamos
reconociendo una realidad de Chile y no haciendo un negocio burdo?

Otro punto dice relación a la necesidad de fortalecer las atribuciones del
Congreso Nacional. Estamos contestes en ello. Y el propio Presidente de
la República ha enviado iniciativas para aumentarlas. ¿Acaso no hemos
experimentado proyectos conjuntos con Senadores de Renovación Nacional,
por ejemplo, para que el nombramiento de embajadores sea con acuerdo
del Senado? ¿No hemos planteado iniciativas tendientes a recuperar las
facultades de esta Corporación contempladas en la Constitución de 1925,
en cuanto al nombramiento de los oficiales superiores? Por supuesto, no



habría que volver a la Carta de 1833 para restituir al Senado la facultad
de aprobar la proposición del Primer Mandatario para Arzobispo u Obispo,
porque, hallándose separada la Iglesia del Estado, no sería pertinente.

O sea, en esa perspectiva, hemos dado pruebas de que estamos llegando a
un gran entendimiento con el objeto de mejorar el funcionamiento colectivo.

Y ¿por qué no el sistema de fiscalización? Como decía don Diego Portales, si
no existe oposición, hay que inventarla. Porque las sociedades democráticas
necesitan de un actor relevante que cumpla las funciones fiscalizadoras.
Si parece insuficiente el gran rol desempeñado al respecto por la Cámara
de Diputados, que es el órgano especializado, y se piensa mejorarlo, debe
estudiarse con los Diputados, pues los Senadores no podemos decidir por
ellos en este ámbito. Y es bueno dar una señal en tal sentido para en
forma conjunta, dentro del esquema de fortalecimiento de las atribuciones
del Congreso, establecer lo más pertinente.

¿Acaso no es cierto que los Senadores de la Concertación, quienes
apoyamos al Gobierno, hemos expresado que nos parece inadecuado que
los Ministros no contesten adecuada y oportunamente los oficios que les
enviamos? Está claro que no podemos fiscalizar; no es ése nuestro papel;
existe consenso en el Senado en que no nos corresponde. Pero el ejercicio
de nuestra labor requiere respuestas apropiadas y a tiempo.

Honorables colegas, he tratado de demostrar que hay interés por hacer
que las cosas sean mejores para los chilenos de carne y hueso. Y si se
tratara de la vieja consigna o monserga sobre el club de los políticos, el
club cerrado y egoísta que quiere acumular poder, aquí hay una señal
distinta, dada por hombres que probablemente dirigirán los destinos de
Chile por voluntad popular. Cuando tanto se habla del egoísmo y del afán
de poder, tenemos el ejemplo moral y político de don Eduardo Frei Ruiz-
Tagle, quien, conociendo la probabilidad de ser elegido Presidente de la
República, concurre a esta Sala a votar por una fórmula de acuerdo nacional
que significa reducir el período pertinente, ratificando la confianza en sus
medios y en su capacidad -cosa que sus camaradas y amigos sabemos
de sobra-, y a entregar un testimonio moral y político de que andamos en
cosas distintas de aprovecharnos de nuestros cargos con mezquindades
y cerrazones. Queremos dar una demostración de confianza y de calidad
humana para entendernos con los que piensan diferente y para permitir a
hombres y mujeres de carne y hueso seguir definiendo su destino.

Por eso, señor Presidente, nos parece pertinente aprobar la idea de legislar.
Y ojalá lleguemos a un gran acuerdo sobre el plazo, las modalidades y las
condiciones. Si no, creo que saldríamos rasmillados.

Me temo que existen todavía demasiados temas pendientes en esta materia.
Pero si hacemos un esfuerzo extraordinario y no nos dejamos tentar por la
hojarasca electoral, el Senado de la República y los partidos políticos darán



una demostración más del Chile que es posible al actuar con seriedad y
claridad.

He dicho.

El señor RIOS.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor RIOS.- Señor Presidente, he planteado un tema de fondo que, desde
mi punto de vista, debe ser analizado en esta discusión.

El Primer Mandatario -tal como recordaba el Senador señor Díez-
fundamenta la presentación del proyecto de reforma en la duración del
período presidencial, planteando, además, situaciones políticas diversas,
como la necesidad de realizar elecciones parlamentarias y presidenciales en
forma conjunta y lo problemáticos que para un gobierno que se ha tornado
minoritario o impopular resultan los últimos años de un mandato extenso.

Ahora bien, la proposición del Ejecutivo para establecer un período
presidencial de cuatro años, con acuerdo mayoritario de los señores
Senadores de la Concertación, elimina la alternativa prevista en la Carta
respecto de la integración del Senado por los ex Presidentes de la República.

Por tal motivo, en el hecho estamos votando dos cosas: la rebaja del período
presidencial y la eliminación del artículo constitucional en virtud del cual los
ex Jefes de Estado pueden pasar a formar parte de esta Corporación.

Por último, ante las brillantes expresiones del Honorable señor Hormazábal
-es un gran orador-, quien ha recordado que el Senador señor Eduardo Freí,
candidato a la Primera Magistratura, se encuentra presente, quiero decir que
habría sido bueno que también lo estuvieran los demás Senadores de la
Democracia Cristiana, a fin de poder observar bloques claros y precisos al
momento de decidir sobre materias tan trascendentes como la en debate.

Sin embargo, en definitiva, lo importante es saber cuál es la opinión del
Gobierno y por qué se cree necesario suprimir la posibilidad de que los ex
Presidentes sean miembros del Senado.

Nada más, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).- El último orador antes de proceder a votar
será señor Ministro de Justicia.

Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, Honorable
Senado, el mensaje enviado por el Gobierno señala clara y específicamente
cuáles son los motivos para proponer la modificación de la norma
constitucional que establece la duración del mandato presidencial. Se trata
de una reducción de ese período y, dentro de las alternativas posibles, el
Gobierno se inclinó por la de uno de cuatro años, porque permite mantener



la coincidencia de las elecciones de Diputados y de la parte correspondiente
del Senado con la de Presidente de la República.

A juicio del Gobierno -tal como lo expresó el señor Ministro Secretario
General de la Presidencia-, cuatro años constituyen un plazo prudente en el
mundo actual para desarrollar un programa, sobre todo en una época en que
hay dos variables plenamente aceptadas: el régimen político democrático
y la economía social de mercado, que nosotros hemos señalado como un
sistema económico de crecimiento con equidad. Existe plena coincidencia
entre estas dos vertientes del ejercicio de la actividad social en el mundo
actual y, por consiguiente, no hay una pugna entre proyectos fundacionales
que difieran de ellas. Ello no significa, claro está, haber renunciado a las
ideas y a la ideología, en el buen sentido de la palabra.

Entonces, en el mensaje y en la intervención del Ministro Secretario General
de la Presidencia, se han precisado las únicas razones por las cuales el
Gobierno ha presentado el proyecto de reducción del mandato presidencial.

Quiero hacerme cargo de algunas de las observaciones que se han
planteado en relación con aspectos de constitucionalidad, de procedimiento
y de oportunidad.

Respecto del problema de la constitucionalidad, cabe destacarse que
tanto el mensaje enviado por el Presidente de la República como el
proyecto aprobado por la Cámara de Diputados establecen como idea matriz
fundamental la reducción del mandato. La coincidencia de las elecciones es
un buen argumento para determinar en cuánto se reduce, pero no constituye
una idea matriz que pueda ser modificada, porque en la Constitución Política
no existe una norma explícita sobre la materia, sino que es la consecuencia
de la fijación de distintos mandatos para el Presidente de la República, los
Diputados y los Senadores.

Es más: la modificación planteada por el mensaje del Ejecutivo y por
el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados no puede afectar la
duración del actual mandato presidencial. Quien hoy lo ejerce ha reiterado
muchas veces su voluntad política de no aceptar prórrogas de ningún tipo.
Y no habría ninguna posibilidad de que ello ocurriera, por cuanto hay un
precepto constitucional que resuelve expresamente la duración del mandato
del Presidente de la República actualmente en funciones. Se trata de la
Disposición Transitoria Vigesimonovena, cuyo inciso tercero se agregó a raíz
del rechazo ciudadano de la proposición plebiscitada en 1988. Ese inciso
señala: "El Presidente de la República que resulte elegido por aplicación del
inciso anterior durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro
años, y no podrá ser reelegido para el período inmediatamente siguiente.".

Aquí no se trata de una simple norma que resuelva un problema transitorio en
relación con un precepto permanente que entra en vigencia, sino de una que
regula el mandato del Presidente de la República en los términos expresados
por la Disposición Transitoria Vigesimonovena.



Por lo demás, lo que se está haciendo es reducir el mandato de ocho
años a cuatro años, de acuerdo con el proyecto del Gobierno, decisión
que ha sido reiterada por éste en indicación oportunamente presentada.
Existe otra indicación que establece un período de cinco años. Como he
dicho, la posición del Ejecutivo es favorable a los cuatro años. Pero, aunque
se aprobaran 5 ó 6 años, ello igualmente sería una reducción, de modo
que en ningún caso podría interpretarse que el mandato de cuatro años,
imperativamente fijado por la Disposición Transitoria Vigesimonovena para
el actual período presidencial, va a ser aumentado.

En seguida, se ha planteado también como inconstitucional la aprobación en
general del proyecto por parte de la Comisión de Constitución del Senado,
que sustituyó el término de cuatro años por el de seis. Cabe reiterar que la
idea matriz es la reducción del período presidencial y no la coincidencia de
las elecciones, la cual -como he dicho- es producto de la duración de los
distintos mandatos que la Carta Fundamental determina. Por consiguiente,
es plenamente constitucional rebajar el presidencial de ocho a seis, cinco o
cuatro años.

Por otra parte, se han formulado observaciones con relación a la oportunidad
de legislar sobre la materia. Al respecto, cabe señalar -como lo recordó un
señor Senador- que el proyecto fue enviado en marzo del año en curso. Y una
iniciativa como ésta requiere de una gran maduración y discusión pública. No
habría sido propio, entonces, calificar de "Suma" su urgencia en el . propio
mes de marzo. Por lo demás, tampoco resultaba conveniente hacerlo en un
momento en que se estaban generando las candidaturas a la Presidencia de
la República, a través de distintos procedimientos -tal como ha descrito otro
señor Senador-, porque un debate en el Congreso sobre este tema habría
interferido con ese proceso.

Han transcurrido muchos meses desde que se presentó el proyecto y, por
consiguiente, la opinión pública se ha impuesto de que se está debatiendo la
reducción del mandato presidencial y de que existen diferentes posiciones.
Hay personas -como se ha visto en este Hemiciclo- partidarias de mantener
la norma constitucional que establece el término de ocho años. Otros se
han pronunciado en favor de plazos distintos, y también han tenido la
oportunidad de manifestar sus opiniones aquí y en distintos medios de
comunicación social. Pero llega un momento en que los proyectos, alcanzada
su maduración suficiente en la opinión pública y un conocimiento cabal
en el Parlamento, deben ser resueltos. Por eso, atendido nuestro sistema
legislativo, que para legislar obliga al Ejecutivo a declarar urgencias, debió
calificársela de "Suma" para esta iniciativa, pues, de lo contrario, no habría
tenido prioridad frente a otras también importantes, pero sin lugar a dudas,
de menor jerarquía que una reforma constitucional.

Por consiguiente, en nuestra opinión, ha habido oportunidad, tiempo
necesario de maduración del proyecto y debate de opinión pública. Lo que
hoy corresponde, pues, es decidir. La Cámara de Diputados ya lo hizo y



acogió, primero, la idea de legislar y, luego, en la discusión particular, la
sugerencia del Ejecutivo de un mandato de cuatro años.

Por otro lado, había que adecuar, también, las normas relativas a la vacancia
del cargo de Presidente de la República, dada la experiencia que hemos
tenido en la materia.

En consecuencia, estimamos que la tramitación legislativa de esta reforma
constitucional ha sido prudente, oportuna y, al mismo tiempo, ajustada
a las normas establecidas por la Carta Fundamental, la Ley Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional y los Reglamentos de la Cámara de
Diputados y del Senado.

Antes de terminar, deseo hacer una reflexión sobre el mandato de ocho
años. Es incuestionable que este período incorporado por la Carta de 1980
respondía a la estructura constitucional contenida en ella. Pero, después de
las reformas introducidas en 1989, se hace indispensable ir adecuando su
texto a los cambios del régimen político respectivo.

Cuando el Gobierno plantea la reducción del término de ocho años, lo
hace porque está convencido de que éste corresponde a un sistema de
gobierno y a un régimen político que hoy han sido superados a través de
las reformas constitucionales y de la práctica política. El texto originario de
la Constitución de 1980, junto con estatuir un mandato presidencial de 8
años y la renovación total de la Cámara de Diputados y parcial del Senado
cada cuatro años, permitía al Presidente de la República disolver la Cámara
Baja. Por tanto, los Diputados elegidos en la segunda parte del período
presidencial estaban sujetos a la eventualidad de que el Presidente de la
República pudiese disolver la Cámara de Diputados, hasta cierto lapso que
la propia Constitución establecía. Eso corresponde a otro sistema, a otro
régimen. En la reforma constitucional de 1989 fue suprimida dicha facultad.
Por consiguiente, no existe ese pequeño contrapeso -que nosotros, desde
siempre, no compartíamos - destinado a permitir la existencia de mayorías
suficientes en la Cámara Baja en la segunda parte del período presidencial.
Hay, entonces, una razón fundamental para plantear la reducción del
mandato dentro de la nueva organización constitucional establecida después
de la reforma de 1989.

Debo señalar también que se ha planteado acá una incongruencia entre la
norma propuesta de reducción del mandato a 4 años y las condiciones que
exige la Carta Fundamental para que el Primer Mandatario sea Senador
vitalicio. En5 efecto, la actual Constitución dispone que quienes hayan
ejercido el cargo de Presidente de la República por 6 años, como mínimo,
pueden ser Senadores vitalicios. Sin embargo, ¿creen Sus Señorías que
habría sido prudente políticamente que él Jefe de Estado, don Patricio
Aylwin Azocar, hubiese mandado el proyecto de reducción del mandato
incorporándole una norma que le permitiera ser Senador vitalicio, por el
hecho de que le correspondió ejercer uno de 4 años? A nosotros nos
parece que eso puede ser objeto -y así lo ha sido- de mociones, por



quienes, evaluando la calidad de nuestro Presidente de la República, piensen
que, a pesar de que gobernará sólo 4 años, merece ser Senador vitalicio.
Estimamos que ello posteriormente puede ser armonizado a través de otro
tipo de mociones; pero, en este momento, parece que la prudencia política
no lo aconsejaba.

Por todas esas razones, señor Presidente, reiteramos el punto de vista del
Gobierno exclusivamente por los motivos que indicamos en el mensaje. No
hay nada encubierto; todo está transparente. Y, por consiguiente, pedimos
al Honorable Senado que apruebe la idea de legislar en la materia.

He dicho.

El señor JARPA.- Pido la palabra, señor Presidente, para formular una
pregunta al señor Ministro.

El señor VALDES (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor JARPA.- Señor Ministro, ¿sería tan amable de aclararnos un punto?

Aquí se ha sostenido que la única idea matriz que contiene el proyecto
es reducir el período presidencial. En ese sentido, deseo consultarle lo
siguiente. Por ejemplo, si se propone que el mandato sea de 4 años,
reelegible, ¿estaríamos, a su juicio, fuera de la idea matriz o es coherente
con ésta?

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Toda vez que la idea matriz
se refiere a la duración del mandato, puede establecerse perfectamente
la reelección, por cuanto, en el fondo, se estaría aceptando que dicho
período puede extenderse por más de 4 años si en la votación respectiva la
ciudadanía confirma al Primer Mandatario en ejercicio.

El señor VALDES (Presidente).- Está contestada la pregunta y creo que a
satisfacción del señor Senador.

El señor RIOS.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero hacer una pregunta
al señor Ministro.

El señor VALDES (Presidente).- Sería la última consulta, pues, en realidad,
convinimos en que ya no habría más debate. Sin embargo, si el Senador
señor Ríos la estima importante, puede hacer la consulta.

El señor RIOS.- Señor Presidente, seré muy breve; a lo mejor, la respuesta
puede ser más extensa.

Es evidente que el Presidente de la República, con su prudencia y la dignidad
que ha alcanzado como Jefe de Estado, no presentará un proyecto de ley que
lo beneficie a él directamente. Es obvio. Eso queda absolutamente salvado
con una norma transitoria que puede comenzar a regir a partir del mandato
siguiente. Y esa disposición transitoria es la que, en definitiva, el Parlamento
resuelve.



Sin embargo, la verdad de las cosas es que no estamos reformando la
Constitución para hoy ni para mañana, sino para un período largo de la
historia del país. Y esos son los objetivos que se persiguen en la Carta
Fundamental.

Por tal motivo, lo que usted, señor Ministro, manifiesta en el sentido de que
no es prudente políticamente resolver un tema referido al actual Presidente
de la República -a su eventual permanencia en el Senado-, lo comparto
absolutamente. Pero el punto en cuestión es la Constitución Política del
Estado, normativa cuya vigencia está pensada para muchos años, y, por lo
tanto, no puede servir de base para resolver situaciones actuales o próximas.

Por eso, la consulta que hago -que para mí es muy importante, a fin de
resolver cómo voy a votar- es más profunda y tiene un sentido de futuro
mucho más extenso.

He dicho.

El señor VALDES (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Quiero señalar brevemente que,
si en el futuro se presenta un proyecto de ley sobre el particular, respetará
el derecho de los ex Presidentes de la República que pudieran integrar
el Senado. Y si es así, lógicamente ese derecho lo ejercerán por iguales
períodos todos aquellos ex jefes de Estado que cumplan con los requisitos
o las limitaciones que la propia reforma constitucional establezca en su
oportunidad.

El señor VALDES (Presidente).- Creo que el debate ha sido importante,
extenso y ha llegado a su término. Por lo tanto, procederemos a votar.

La Mesa ha accedido a la petición del Senador señor Romero de votar
primero por tener que cumplir compromisos impostergables.

En votación.

-(Durante la votación).

El señor ROMERO.- Voto afirmativamente la idea de legislar.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, voy a pronunciarme a favor del proyecto.
Es decir, conforme a lo que ello significa en el Reglamento del Senado y en
la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, apruebo la idea de
legislar, modificando la Carta Fundamental, en cuanto a rebajar el mandato
presidencial, a la forma en que se elegirá al Presidente en caso de vacancia,
a la concordancia de la Constitución con respecto a la calidad de Senador
institucional de los ex jefes de Estado y la duración de ese período. Son
todas ideas cuyas concordancias deben buscarse en la discusión particular
del proyecto.

Creo que no existe hoy en el mundo un país con un período presidencial de
8 años. A mi juicio, la rapidez de la vida política moderna, y la facilidad cada



vez mayor para consultar a la opinión pública hacen mucho más participativa
la democracia si dicho mandato es menor que el actual. Además, me parece
inconveniente un plazo de esa naturaleza, porque el partido que está en el
poder puede caer en la tentación de llevar adelante algún proyecto ideológico
que se aparte del concepto y de la función moderna de un Jefe de Estado.

Por esas razones, mi voto es favorable, y no por la circunstancia electoral
por la cual estamos atravesando.

Estoy seguro de que las indicaciones y la discusión particular satisfará las
dudas de muchos señores Senadores en lo que dice relación a las debidas
concordancias en la Carta Fundamental, las que ciertamente no escaparán al
estudio de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Voto que sí.

El señor FERNANDEZ.- Señor Presidente, no era mi intención hacer uso
de la palabra, sino que simplemente iba a manifestar mi voluntad en contra
del proyecto, por las razones que expuse en su oportunidad, con motivo
de la primera discusión del mismo. Sin embargo, ahora me encuentro en la
novedad de que no sólo estamos modificando el período presidencial, sino,
además, incorporando otros temas, tales como la reelección del Presidente
y, lo que es más grave -porque acabo de escucharlo y me ha sorprendido
mucho-, la composición del Senado. Es decir, en esta iniciativa vamos
también -según acaba de señalar el Honorable señor Díez- a resolver el tema
de la composición del Senado.

A mi juicio, señor Presidente, se podrá "estirar" mucho la idea de legislar
y tener un criterio muy generoso y amplio, pero entre rebajar el mandato
presidencial y entrar a modificar el artículo 45 de la Constitución, que se
refiere a la composición del Senado, hay un mundo de diferencia, que
realmente me asombra que se plantee a esta altura del debate.

Por otra parte -en esta tarde de tanto asombro-, quiero señalar que aquí se
ha hablado con mucha propiedad y seguridad de que se va a garantizar la
simultaneidad de la elección presidencial con la parlamentaria y, a su vez -
según circula un documento, que supuestamente estaría siendo aprobado
por distintos partidos y algunos señores Senadores-, que lo comicios de
concejales se harán siempre en fechas distintas.

Me gustaría que algún señor Senador me explicara, en alguna oportunidad
-no en ésta-, cómo se garantiza eso en la Constitución. ¿Se hará exigiendo
la unanimidad para modificar el Texto Fundamental? No. A mi juicio, es
una norma meramente programática, una simple aspiración, porque las
disposiciones constitucionales siempre podrán reformarse con la misma
mayoría necesaria para aprobar la iniciativa en discusión.

Por esas razones, señor Presidente, he querido intervenir para dejar
constancia de las sorpresas ocurridas en esta tarde. En definitiva, estamos



resolviendo un tema de gran trascendencia con mucha premura y, además,
con muy poco estudio.

Voto que no.

El señor HORMAZABAL.- Señor Presidente, en forma muy breve declaro
tener, a estas alturas de mi vida, capacidad de asombro. Y tendré siempre
los ojos bien abiertos y la mente despierta para asombrarse con las cosas
buenas.

La fórmula que aquí hemos tratado de proponer materializa la voluntad
política de quienes han participado en este proceso para sugerir a
los órganos pertinentes los conceptos que permitan concretar las ideas
señaladas.

En verdad, me extraña que se declare sorpresa sobre el particular, porque
-conforme a lo que se estila en la Cámara Alta-, en la reunión de Comités
pertinente, a la que asistieron todos los sectores, di cuenta de lo concordado
a los señores Senadores que no participaron en las reuniones. Incluso, les
entregué una fotocopia de lo resuelto. El Senado de la República trabaja
así: dando a conocer sus opiniones de manera abierta, respetuoso de las
discrepancias, y tratando de asombrarnos cada día con la capacidad de
construir un país mejor.

Voto a favor.

El señor HUERTA.- Rechazo la idea de legislar.

El señor LARRE.- Señor Presidente, desde que se inició la discusión del
proyecto he sostenido la conveniencia de estudiar la reducción del mandato
presidencial a 6 años.

En el día de hoy mantuvimos varias conversaciones en las cuales convinimos
diversos puntos que, a mi juicio, son de alto interés nacional.

Por otra parte, por estimar que la aprobación de la idea de legislar nos
permitirá seguir sosteniendo el criterio que hemos venido defendiendo desde
hace algún tiempo, voto favorablemente en general el proyecto.

El señor MARTIN.- Señor Presidente, al fundar muy sucintamente mi voto
y, a pesar de las reiteradas argumentaciones dadas, quiero manifestar que,
en mi opinión, esta materia no debió ser debatida cuando se encuentra
en juego una muy próxima elección. Menos aún en momentos en que los
candidatos inscritos conocen la duración del mandato al que postulan y, en
forma intempestiva, ésta se modifica.

Jamás me opondré a tratar cuestiones de tanta trascendencia en épocas en
que no incidan en campañas políticas y gestiones próximas a terminar. Aun
cuando pudiera existir consenso en la idea de acortar la duración del período
presidencial, a mi juicio, no es el momento oportuno para hacerlo.



Por tales motivos, voto que no.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, me ha llamado la atención la
preocupación demostrada durante el debate respecto de un mandato de
ocho años, y, en especial, de que en tal período el Presidente de la República,
por cambios en la situación política, se vea enfrentado a dificultades que
puedan conducir a una severa crisis de Gobierno.

Creo que ese análisis es más propio de los gobiernos parlamentarios que de
uno presidencial fuerte, como lo es el nuestro. En los países donde existe tal
sistema, cuando se producen dificultades se recurre a un voto de confianza,
y según el resultado, cambia todo el Congreso, y viene un nuevo Jefe de
Gobierno. Pero aquí no estamos hablando de un Jefe de Gobierno, sino de
un Jefe de Estado en cuyo período, aun cuando haya situaciones críticas, no
habrá votos de confianza y ni él ni el Gobierno dejarán sus funciones.

Por lo tanto, los factores involucrados en la elección de un Presidente de la
República son muy distintos de los de un Jefe de Gobierno. El Jefe de Estado
debe tener una cualidad muy especial, permanecer en su cargo durante el
lapso de su mandato, soportar cualquier crisis y no abandonar sus funciones
por una situación de confianza. Es lo que ha sucedido al Presidente Yeltsin
en Rusia en estos instantes, y les ha ocurrido a muchos otros.

Las crisis a que podemos vernos enfrentados no son sólo políticas,
parlamentarias: pueden presentarse por problemas limítrofes, por motivos
económicos, o corresponder a situaciones internas, como ha ocurrido en el
pasado.

Por tales consideraciones, voto negativamente.

El señor NAVARRETE.- Señor Presidente, es evidente la inconveniencia del
tiempo en que estamos discutiendo este proyecto de reforma constitucional,
pero también lo es la inconveniencia de un período presidencial de ocho
años como el que contempla la Carta Fundamental. Sin embargo, la verdad
es que hay que ir al fondo de las cuestiones, más que a los tiempos o a la
forma. Y todos los esfuerzos que hagamos para reducir dicho mandato en
los términos consignados en la iniciativa del Ejecutivo, y en la medida en que
los lapsos constitucionales lo permitan, son positivos. Y, en este sentido, me
parece importante aprobar la idea de legislar.

No obstante, al votar favorablemente el proyecto en este trámite, quiero dejar
expresa constancia de que no concuerdo con el criterio consignado en el
informe de la Comisión, esto es, con la reducción a seis años del mandato
y de que tampoco comparto fórmulas alternativas como la de establecer un
período de cinco años, lo que implicaría, para hacer coincidir las elecciones
presidenciales con las parlamentarias, aumentar la gestión de Diputados y
Senadores.



Por consiguiente, al dar mi aprobación a idea de legislar, mantengo mi
compromiso con los términos propuestos en la iniciativa enviada por el
Gobierno al Congreso Nacional.

En ese entendido, voto que sí.

El señor OTERO.- Señor Presidente, hoy día nos encontramos abocados a
resolver uno de los aspectos más fundamentales de la Constitución. Y quiero
recordar que cuando en ésta se consignó el período de ocho años, se otorgó
al Presidente de la República la facultad de disolver el Congreso, que era
muy importante, ya que prácticamente establecía un verdadero plebiscito -
porque este carácter asumían, por decirlo así, las elecciones parlamentarias
consiguientes- para dirimir las discrepancias que pudieran existir entre el
Congreso y el Jefe del Estado.

Por eso, cuando uno examina esta materia, debe hacerlo sin
apasionamientos. En este sentido, deseo recoger muchas de las recientes
palabras del Honorable señor Hormazábal -y me alegro de haberlas
escuchado de Su Señoría- en cuanto a que en este país, por fin, estamos
empezando a respetar las opiniones disidentes y a reconocer que los que
no piensan como nosotros no lo hacen de mala fe, o por tener un interés
electoral comprometido. Debemos aceptar que quienes han jurado, por sobre
todas las cosas, mantener la Constitución y luchar por el bien de la República,
como es el caso de los Senadores, actúan de buena fe. Comprendo que
podamos sustentar distintos criterios, y que estemos en desacuerdo respecto
de la oportunidad para efectuar esta reforma, pero ello no nos habilita para
descalificar a los que opinan en contrario, y mucho menos para pensar que
abrigan intenciones meramente electorales.

Digo esto, señor Presidente, porque los Senadores de Renovación Nacional
permanentemente hemos dado un ejemplo en este Senado de acatamiento
de la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, que nadie ha
modificado, en cuanto a que los Senadores deben votar, de acuerdo con su
juramento constitucional, por lo que leal-mente y en conciencia consideran
que es mejor para el país, y no en cumplimiento de órdenes de partido. Las
colectividades políticas sugieren, y plantean a los Senadores el dilema de
optar entre estas recomendaciones, o bien, cumplir su juramento y votar, en
conciencia, por lo que sea más favorable a la nación.

Por eso, es normal que en Renovación Nacional existan diferentes opiniones,
como sucede hoy día también en esta Sala, y ello lo enriquece y prestigia,
porque demuestra de manera clara al país que sus integrantes cumplen
cabalmente su compromiso. No significa esto que seamos un partido
disociado, y mucho menos una montonera, o que haya facciones o
sectores entre nosotros, los que estarían emergiendo en esta votación. No.
Simplemente implica lo mismo que sostenía el Honorable señor Hormazábal,
refiriéndose al país en general. Tenemos diferencias de criterios, todas
legítimas y respetables, pero a cada uno nos guía el mismo propósito: votar



por lo que sea mejor para el país; y nadie puede adjudicarse poseer el
monopolio de la verdad, la pureza o la honradez.

Quiero dejar constancia de que permanentemente he manifestado que un
período presidencial de ocho años es excesivo, Y nuestra historia no los
registra. Hubo sí un período de cinco años, con derecho a reelección.
¿Y por qué? Porque en ese caso la ciudadanía juzgaba la conducta del
Presidente. Y es muy factible que en las discusiones que se lleven a cabo
hasta aprobar en particular el proyecto, se considere también la posibilidad
de un mandato de cuatro años, con reelección. ¿Qué se pretende con ello?
Que la ciudadanía se pronuncie respecto de la actuación del Jefe del Estado,
y no quede amarrada con una decisión que se adopta sin saber siquiera
cómo va a desempeñar su cargo. Es muy distinto ser candidato. Es muy
diferente ser Senador que Presidente de la República. La nación sólo puede
imponerse de la capacidad del gobernante cuando llega al poder. Antes
sólo hay expectativas al respecto. Por eso, en muchos países la gestión
de gobernantes elegidos mayoritariamente ha culminado en estrepitosos
fracasos, precisamente porque ellos no reunían las condiciones que el
pueblo les suponía. En Latinoamérica tenemos ejemplos recientes, como
el de Alfonsín, el de Alan García, y últimamente, los de los Presidentes de
Brasil y de Venezuela. Allí quedó demostrado cómo la ciudadanía se puede
equivocar con su votación. Y es obligación nuestra el evitar que un error como
ése pueda derivar en un compromiso y en una situación política que termine,
lamentablemente, como en esos países, en situaciones de extremismo y de
alteración constitucional.

Algunos Senadores de Renovación Nacional consideramos excesivo el plazo
y hemos resuelto votar favorablemente la idea de legislar, a fin de estudiar el
punto durante este período y, si es posible, llegar a un acuerdo que constituya
lo mejor para Chile. Es probable que no se llegue a un consenso, pero eso
no significa que no estemos preocupados de la situación y que no queramos
verdadera y sinceramente acortar el mandato presidencial.

Y en tal sentido revisten suma importancia ciertos objetivos por los cuales
nuestra bancada ha estado luchando. Deben recordar Sus Señorías que fue
precisamente el Senador que habla quien, en su calidad de Vicepresidente
de Renovación Nacional, ofreció, durante la tramitación de la iniciativa sobre
municipalidades, modificar lo ya acordado por la Comisión y permitir la
elección directa de los alcaldes. El tiempo nos ha dado la razón, y nos
satisface profundamente que el resto de los señores Senadores esté de
acuerdo en esta materia.

En esa oportunidad manifestamos también que las elecciones municipales
no debían politizarse, y por ello estimamos que éstas no deben coincidir
con las presidenciales y parlamentarias que son, por esencia, las elecciones
políticas.

Hemos considerado conveniente, asimismo, que estas últimas deben
efectuarse simultáneamente. ¿Por qué? Porque nadie podría negar que



cuando las elecciones parlamentarias no coinciden con la presidencial, el
Presidente en ejercicio dispone de un poder extraordinario para influir en
aquéllas.

El señor VALDES (Presidente).- Señor Senador, ha terminado el tiempo para
fundar su voto.

El señor OTERO.- Señor Presidente, aun cuando estaba inscrito para
intervenir en el debate, retiré mi opción para dar paso a la votación. Por ello,
solicito que se me concedan dos o tres minutos para dar término a mis ideas.

El señor VALDES (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accedería a esta
petición.

Acordado.

Puede continuar Su Señoría.

El señor OTERO.- Gracias, señor Presidente y Honorables colegas.

En las conversaciones sostenidas con el sector de la Concertación,
coincidimos en un punto que para nosotros reviste tanta importancia como el
del período presidencial. Me refiero a la acción fiscalizadora de la Oposición.
Es indispensable modificar algunas normas constitucionales a fin de que
la minoría pueda llevar a cabo una labor de fiscalización de los actos del
Ejecutivo. Hoy día la normativa vigente no permite a la minoría -que es la
Oposición- formar comisiones investigadoras. Actualmente, no hay sanción
para quienes no contestan los oficios.

Señores Senadores, ¿es o no es importante para la República que puedan
fiscalizarse de modo efectivo los actos del Ejecutivo? ¿Es o no relevante para
un Gobierno estar sujeto a una acción fiscalizadora que le permita enmendar
rumbos si acaso está equivocado? Creo que esto reviste una importancia
extrema.

Y, con la misma franqueza y honradez con que estoy hablando, Honorables
colegas, debo reconocer la acogida que tuvo esta idea en los señores
Senadores de la Concertación. Todos coincidimos en la necesidad de llevarla
a cabo.

Por eso, en la búsqueda de este tipo de consensos, vimos que no era posible
contestar que no a la idea de legislar respecto de la materia en debate,
porque en opinión de algunos de nosotros -erradamente, a lo mejor, pero de
buena fe- es conveniente para el país acortar el período presidencial, pues
8 años es un lapso extraordinariamente largo.

Señor Presidente, éstas son las razones que nos movieron a algunos
Senadores de Renovación Nacional a aprobar en general el proyecto en
análisis. Sinceramente, creemos no tener compromisos ni ataduras de
ninguna naturaleza. Muchos de quienes lo estamos votando a favor hemos
dado muestras de nuestra lealtad y respeto para con la Constitución y del



deseo de que ésta no se modifique en forma innecesaria. Lo hemos hecho
de modo permanente y continuaremos en esa senda.

Por las razones expuestas, voto afirmativamente.

El señor RIOS.- Señor Presidente, con respecto a la iniciativa parlamentaria
sobre la eventual integración al Senado del actual Primer Mandatario -tema al
que aludió el señor Ministro-, efectivamente, sólo está referida al Presidente
don Patricio Aylwin, y no a situaciones que puedan afectar a gobernantes
posteriores por un período inferior a seis años, según lo establece la norma
constitucional.

Por otra parte, las opiniones sobre esta materia de los candidatos a la
Presidencia son muy importantes y trascendentes. El Senador señor Arturo
Alessandri, en declaración reciente, expresó estar dispuesto a analizar la
reducción del mandato presidencial. Y aquí, ahora, otro de los postulantes
a la Primera Magistratura, el Honorable señor Eduardo Frei, también se ha
pronunciado, con su voto, a favor de la idea de legislar, para establecer
un período presidencial menor. Desconozco la opinión del resto de los
candidatos a la Presidencia. En todo caso, lo anterior permite en alguna
forma efectuar un análisis más, a fondo sobre la materia en períodos
cercanos.

Ahora, también hay dos iniciativas legales que dividen la elección de
concejales a fin de posibilitar la elección directa de los alcaldes. Según el
listado de proyectos enviado al Congreso por el Ejecutivo, éste resolvió no
patrocinar dichas iniciativas. Desde mi punto de vista, esto indica algún grado
de falta de interés en analizar el tema, el que con motivo del debate suscitado
hoy resulta muy importante, a lo mejor, para todos los Senadores presentes
en la Sala.

En cuanto a la presencia de los ex Presidentes de la República en la Cámara
Alta, por un período que también deberá estudiarse, tampoco ha habido
respuesta del Ejecutivo. Ello es evidente. Lo hemos oído todos.

De lo anterior se desprende que nos enfrentamos a una modificación de
parte de la Constitución que afectará también la conformación del Senado
de la República. Y en esto debemos ser muy precisos. Si bien es cierto que
la población ha estimado necesario ver la posibilidad de reducir el período
presidencial, según las encuestas también se ha inclinado por la idea de que
los ex Presidentes de la República conformen parte del Senado, a fin de
aprovechar y utilizar su experiencia en favor de todo el proceso que a éste
le corresponde desarrollar en el cumplimiento de sus altas funciones.

Todos estos elementos hacen suponer que el proyecto de reforma
constitucional que nos ocupa tiene un objetivo limitado, además de producir
trastornos en el resto de la organización política superior del país.

Entendiendo que los dos candidatos más importantes a la Presidencia se
han pronunciado en favor de rebajar el período presidencial, creo oportuno



contar con la alternativa de realizar un debate más a fondo sobre la materia
en un período cercano, pero no en esta ocasión.

Voto que no.

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, nos encontramos ante un
proyecto que no sólo nos ha permitido realizar un debate técnico sobre lo que
significa la estructura del Estado, sino también exponer los puntos de vista
de las distintas colectividades políticas representadas en el Parlamento.

Los democratacristianos hemos asumido una tarea que aspiro a que sea
reconocida por la comunidad nacional. Porque, más allá de los intereses
partidarios, hemos dicho que éste es un problema de Estado. Hemos
valorado lo que significa para el país tener estabilidad y poder continuar el
proceso de democratización en un período de tranquilidad y calma, en el que
se respeten los derechos de todos los sectores.

Por otra parte, es importante que se reconozca el hecho de que tanto las
encuestas como la opinión pública nacional demuestran que el candidato de
la Concertación, Senador señor Eduardo Frei, será el próximo Presidente de
Chile. Es un hombre de nuestras filas y podríamos legítimamente aspirar a
que gobernare por ocho años. Pero consideramos trascendente dar a Chile
la oportunidad de establecer un mecanismo que, más allá de los intereses
partidarios, garantice la estabilidad del sistema político. Por eso hemos
aceptado la búsqueda de mecanismos que recojan la realidad política de la
nación. Porque no se pueden imponer normas institucionales contrarias a la
tradición democrática de nuestro país, ya que en momentos de crisis ellas
pueden significar una valla insalvable, lo que puede terminar con el sistema
democrático.

Por esa razón, y no habiendo otro mecanismo para llamar a plebiscito o
disolver el Congreso, es importante que exista un período presidencial lo
suficientemente corto que, sin dejar de construir un programa de Gobierno,
presente una alternativa de salida ante eventuales crisis que puedan
producirse.

También hoy, desde el Gobierno y con la certeza de que continuaremos
en él, hemos aceptado -porque lo consideramos legítimo- que se estudien
normas a fin de que, en una discusión más amplia y con la participación de los
señores Diputados, se establezcan mecanismos eficientes de fiscalización,
por cuanto eso es de la esencia de un régimen democrático. Y lo hacemos
desde el Gobierno, porque creemos que es bueno para el país y que fortalece
el sistema democrático.

Por eso, señor Presidente, los acuerdos logrados hoy en esta Sala,
que deberán concretarse en los próximos días, son importantes para la
consolidación del proceso de democratización de Chile y debieran llevarnos
a todos a buscar las fórmulas adecuadas para que podamos, no sólo elegir a
un Presidente en diciembre, sino garantizar a los chilenos que la democracia



está caminando y que se están resguardando debidamente los intereses
superiores del país.

Por las razones expuestas, voto que sí.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el debate que hemos sostenido
hoy, como otros habidos en el Senado, dan a esta Corporación y a la acción
política en general el verdadero sentido que debe tener la conducción, la
forma de construir la nación y, sobre todo, el rol que cada una de sus
instituciones debe cumplir.

Más allá de los problemas que puedan suscitarse en un momento
determinado respecto de la interpretación de las votaciones, esta discusión
representa la auténtica inspiración patriótica que tiene hoy el intercambio de
opiniones en Chile.

En el debate nacional de hoy, los partidos políticos no son sólo instrumentos
de expresión de una forma particular de ver la vida de nuestra patria, el medio
para acceder al poder o la manera de llevar de algún modo ventajas a los
propios partidarios. La política requiere que el país la entienda como un acto
de gran servicio a la nación, que se lleva a cabo con un elevado nivel en
cuanto a ideas e intenciones. Y creo que esta discusión demuestra que es
así. Porque ni quienes tienen la sensación de triunfar en el futuro, ni aquellos
que pudieran no estar motivados por ese aspecto han tenido otro punto de
referencia para votar hoy día. Se ha dicho hasta la saciedad que se trata de
un asunto de Estado y que lo mejor para Chile es modificar la duración del
mandato presidencial.

El segundo punto relevante en las intervenciones que hemos escuchado
hoy -reiterado por todos los señores Senadores que han hecho uso de la
palabra- es el afán de buscar acuerdos, de encontrar consensos y puntos
de convergencia.

Durante muchos años hemos intentado rescatar este afán; durante mucho
tiempo también el país estuvo en una política de confrontación muy dura.
El consenso no significa renunciar a nuestras propias ideas, ni limitar las
opciones políticas con las que soñamos. Significa, sí, entender que las
verdades de uno y de otros pueden sumarse con el objeto de obtener
algo más que la visión particular de cada uno. Y lo que se ha logrado hoy
constituye un avance en esa dirección.

Todos sabemos que hay otros temas en la institucionalidad chilena en los
cuales existen puntos de divergencia, tales como la manera de conformar
el Senado, la forma de llevar adelante los procesos electorales o el camino
para lograr una sociedad más justa. Ellos podrán discutirse más adelante.

Entendemos que la norma constitucional no puede estar modificándose en
forma permanente. Eso está claro. Pero también todos comprendemos que
ella no es de tal rigidez como para destruir las aspiraciones, los movimientos
o las opiniones mayoritarias de un país. Las organizaciones sociales se



hacen y las estructuras políticas deben tener la capacidad de conciliar la
conducción, el mejor camino para un país, con la flexibilidad suficiente para
recoger las opiniones que van surgiendo en toda la nación. Tales estructuras
no se han hecho con el objeto de que resulten insalvables en la búsqueda de
nuevas fórmulas. El hombre no está al servicio del sábado. Son el sábado y
las estructuras los que deben estar al servicio de ese afán de buscar diversos
medios para lograr las metas perseguidas.

Por eso, señor Presidente, en el instante en que estamos dispuestos a
buscar acuerdos, a confirmar el sentido de elevación de la política, y cuando
esperamos llegar muy pronto a un consenso cada vez más sólido respecto
de lo que significa la política chilena, votaré favorablemente esta reforma
constitucional, porque a nuestro juicio conduce a un mejor camino para Chile.

El señor SIEBERT.- Señor Presidente, retiré mi inscripción para intervenir
durante el debate en honor al tiempo; pero, en cambio, fundamentaré ahora
brevemente mi voto.

En el Partido al cual pertenezco, se estableció que la duración del mandato
presidencial es una materia que no forma parte de las bases fundamentales
fijadas en la Constitución de 1980; y, por ende, no afecta la estructura
esencial de la institucionalidad del país, que estimamos básico preservar y
robustecer. Esto es algo que comparto, pues sustenta la libertad de acción
con que adopto mi posición respecto del tema.

Los acuerdos de la Comisión Política de mi colectividad, a los cuales se
ha aludido aquí, son orientaciones o sugerencias a los Congresales; las
órdenes a éstos -como lo indicó el Senador señor Otero- no existen, están
expresamente eliminadas en la Ley de Partidos Políticos, y las decisiones
respectivas quedan entregadas a la conciencia de los Parlamentarios, de
acuerdo al juramento que prestaron al asumir sus funciones.

En general, soy partidario de Gobiernos con mandatos extensos, por la
estabilidad que crean y por las medidas que las duraciones relativamente
prolongadas generan y que inciden desde la nominación de los candidatos
a Gobiernos y a Presidentes con estabilidad en sus cargos, realizadores y
con proyección de estadistas.

Quiero dejar expresada mi reserva con respecto a la oportunidad de
la iniciativa. Estimo que, ante la proximidad de las elecciones, estamos
poniendo a los ciudadanos chilenos frente a una disyuntiva incierta: la gente
no sabe hasta ahora, a sesenta días de las elecciones, si su candidato
será elegido para ocupar la Primera Magistratura por ocho, seis, cinco o
cuatro años, aun cuando -así lo pienso- su nominación haya sido hecha
para lo que la Carta Fundamental señala, o sea, ocho años. Mejor habría
sido tal vez -así lo he escuchado en varias intervenciones de esta tarde-,
si realmente existe esa voluntad de rebajar el período, que el candidato
electo, luego de ser ungido Primer Mandatario, resuelva él, con los partidos
que lo apoyaron, patrocinar una iniciativa en tal sentido. Yo apoyaría con el



mayor entusiasmo el que nuestros candidatos incluyeran desde ya en sus
programas tal modificación.

Señor Presidente, porque creo que la Constitución Política de 1980 debe
preservarse y robustecerse y porque en el contexto político en el que estamos
viviendo no estimo oportuno contribuir a su modificación, rechazo la idea de
legislar sobre la materia.

El señor SINCLAIR.- Señor Presidente, sólo deseo reiterar el rechazo que
expresé en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia a la iniciativa,
pues, en resumen, la estimo inoportuna, representa en sí un elemento
perturbador para la opinión pública y, lo más importante, crea un elemento
de injusticia para quienes ya iniciaron sus campañas como candidatos a la
Presidencia de la República con un período de ocho años, como lo establece
nuestra Carta Fundamental.

Por las razones expresadas, reitero mi rechazo a la idea de legislar.

La señora SOTO.- Señor Presidente, los chilenos hemos aprendido a valorar
la democracia, porque nos ha costado mucho. Y aprender a valorarla
significa fortalecerla, conservarla y ayudar a que ella fluya en la sociedad. La
democracia no sólo consiste en participar en las urnas y elegir, sino, también,
en respetar a la minoría.

Voto que sí.

El señor THAYER.- Señor Presidente, hemos tenido ya un debate muy
ilustrativo. Empero, fundamentaré brevemente mi voto, porque quiero dejar
algunas constancias.

Esta tarde hemos sentado un número importante de precedentes que
constarán en las actas y en la jurisprudencia del Senado. A mí,
personalmente, no me inquietan los precedentes, pues incluso me permiten
rectificar la opinión que tenía sobre lo que son las ideas matrices de un
proyecto. He escuchado al señor Ministro de Justicia y al Secretario del
Senado, decir, por ejemplo, que dentro de las ideas matrices se encuentra
la de plantear la reelección del Presidente de la República, aunque en la
iniciativa no se habla de ello. Es un precedente, y lo acepto.

Pero el precedente que no puedo aceptar, porque lo estimo profundamente
funesto -y aspiro a que de ninguna manera vuelva a repetirse-, es el de
acordar una reforma constitucional a ciencia y conciencia de que significará
rebajar el período presidencial de un candidato ya electo. ¡Es un pésimo
precedente!

Por tal motivo, voto que no.

El señor ZALDIVAR.- Señor Presidente, en forma breve quiero señalar que
votaré por la afirmativa la idea de legislar.



Del debate que hemos escuchado en la Sala, se desprende que la inmensa
mayoría de los Senadores -incluso varios de los que votaron en contra- se
han manifestado favorables a la tesis de que el actual período presidencial es
excesivamente largo. Además, la argumentación del mensaje del Presidente
de la República -que no es, necesario repetir-, tanto desde el punto de vista
histórico como de la experiencia política nacional e internacional, demuestra
que tal período no contribuye en nada al buen funcionamiento del sistema
democrático en un régimen presidencial.

El señor Ministro de Justicia, en una argumentación que no comparto,
preguntó cuál habría sido nuestra habilidad para modificar dentro del
proyecto algo que, a mi juicio, tiene incoherencias, y que podrían
solucionarse incluso por iniciativa del propio señor Senador que hizo la
observación. Se trata de lo relacionado con el artículo 45, letra a), en cuanto
a que el Presidente de la República debe cumplir seis años en el cargo para
poder integrar esta Corporación en calidad de Senador vitalicio. Bastaría sólo
una indicación -porque tal materia se refiere también al período presidencial,
aunque para otros efectos- a fin de cambiar el término "seis años" por "cuatro
años". Y eso podría aplicarse incluso al actual Primer Mandatario.

Por ello, salvando esa observación, si es necesario y si se aprueba la idea de
legislar, se puede demostrar que existe capacidad en el Senado para incluir
esa modificación.

Por todas esas consideraciones, reitero mi votación favorable a la idea de
legislar.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido
su voto?

El señor GONZALEZ.- Señor Presidente, me alegra profundamente haber
alcanzado a llegar a esta votación.

El tema en debate se analizó en el Partido Radical; y, como Presidente de
él, expondré algunas ideas.

Consideramos que un período presidencial de ocho años es anacrónico para
los tiempos actuales. En el Derecho Comparado es muy difícil encontrar
situaciones similares a ésta. Creemos, además, que tai lapso tiene la
gran dificultad de que en determinado momento no provea los caminos
institucionales adecuados para solucionar los problemas sociopolíticos de un
país y que se presentan cada vez con mayor frecuencia.

Asimismo, pensamos que un mandato presidencial de ocho años impide, de
alguna manera, que sea el pueblo quien decida la corrección de los errores
que pueda haber cometido en la elección de un Gobierno. Y estimamos
que también es demasiado largo para cambiar un Régimen ineficiente o
que no cumpla ostensiblemente con los planteamientos hechos durante su
campaña.



Por todas estas razones y -por muchas otras, que no voy a repetir, porque
creo que ya se han reiterado en las diversas fundamentaciones de voto ya
realizadas-, los radicales queremos un período presidencial más corto, sin
ninguno de los inconvenientes que he formulado en esta oportunidad.

Nos habría gustado haber llegado a acuerdo con la Oposición no sólo
respecto de la idea de legislar para acortar el período presidencial, sino
también en lo tocante a cuál será el tiempo que debe durar en su cargo el
Presidente de la República en Chile. Tengo entendido que no ha sido así,
pese a los esfuerzos de las bancadas de Oposición y de Gobierno. Empero,
tenemos confianza en que podamos ponernos de acuerdo en esta materia.

Por esas razones, voto que sí.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, a mi juicio, pese a que ya han
transcurrido tres años y medio del actual Gobierno, aún no ha terminado el
período de transición. Porque, aun cuando el país ha avanzado mucho, no se
produce todavía la reconciliación ni se logra la suficiente paz y tranquilidad
para vivir plenamente nuestra democracia.

Por esa razón creo que el proyecto en análisis es extraordinariamente
inoportuno, pues implica reducir el período presidencial, después que los
candidatos aceptaron las reglas y sólo a sesenta días de la elección y en
plena vigencia de la campaña electoral.

Por otra parte, estimo que un mandato de cuatros años es muy corto e
introduce un factor de inestabilidad, como lo hemos podido observar en los
últimos días. El Gobierno del Presidente Aylwin ha sido extraordinariamente
positivo y bueno para todos los chilenos. Pero a tres años y medio de su
gestión, comprobamos que, por motivos electorales se producen diversos
paros de, carácter absolutamente político y gesta por los mismos grupos que
han recibido dineros extraordinarios en desmedro de algunos de los muchos
pobres que todavía no logran gozar de los beneficios que pudiéramos
proporcionarles. Esto significa que, en un período presidencial de cuatro
años, transcurridos tres siempre habrá presiones contra el Gobierno y se
pretenderá condicionarlo frente a una nueva elección presidencial. Por eso
me parece que, al menos, debemos optar por un lapso que permita mayor
estabilidad.

Después de pensarlo mucho, votaré favorablemente el proyecto, pero con la
absoluta certeza de que por ningún motivo apoyaré en la discusión particular
un período de cuatro años. Porque como demócrata me repugna lanzar
al país a un régimen de permanentes preelecciones, con la secuela de
presiones y paros que hemos podido contemplar en estos últimos días. Y
si doy mi voto favorable, deseo precisar que, de no llegarse a un acuerdo
para un período presidencial de cinco años con elecciones simultáneas de
Parlamentarios -lo que significa extender el mandato de algunos Senadores-,
también estoy dispuesto a aceptar los seis años, con reducción de la gestión
de los Diputados a tres años y la de los Senadores, a seis. Ello con el objeto



de que no se afirme -según se desprende de una campaña de prensa y de
radio, también de carácter político- que sólo pensamos en extender nuestra
permanencia en el cargo, en circunstancias de que estamos actuando con
sentido de futuro y más allá de nuestros intereses personales. A mi juicio,
no es responsable achacar tales ideas a quienes aspiramos a un período
presidencial de cinco años. Ya en una oportunidad se extendió de tres a
cuatro años el mandato de los regidores; y el propio General Pinochet intentó
alargar el suyo en ocho, después de 17 años en el Poder, sin que nadie
reclamara en su oportunidad...

El señor HORMAZABAL.- ¡Cómo que no! ¿Y nosotros?

El señor GAZMURI.- ¡No era muy fácil, pero se hizo!

El señor LAVANDERO.- ¡Si hubo reclamos, fueron tan débiles que no se
notaron!

El señor PIÑERA.- ¡Peor todavía!

El señor HORMAZABAL.- ¡Hasta fuimos presos!

El señor LAVANDERO.- Por las razones señaladas, no creo que se puedan
anteponer ciertos criterios que son de la mayor relevancia -lo quiero recalcar-,
cuando estamos en vísperas de una elección.

De acuerdo con una recomendación de mi Partido, me veo en la imperiosa
obligación de pronunciarme a favor del proyecto, Aporque creo que la
disciplina en una colectividad política constituye un valor incluso superior al
pensamiento o al gusto personal que pueda tener un Senador.

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, deseo fundar el voto en forma muy
breve.

En primer lugar, creo que la idea matriz de la iniciativa está claramente
establecida en el mensaje del Excelentísimo señor Aylwin, pues se afirma
que su objetivo es reducir el período del mandato presidencial. Esa es la
idea matriz, pero eso no significa que sea la única, sino la más importante y
medular. Igual cosa sucede cuando se aprueba en general un proyecto de
carácter tributario, lo cual no quiere decir que la estructura, los montos y las
tasas de los impuestos sean irrelevantes. Pero no es eso lo que se discute
al estudiar la iniciativa en general.

Sin perjuicio de los muchos otros conceptos de importancia incluidos en el
proyecto de reforma, su idea central es reducir el período presidencial de
ocho años. Indudablemente que para ser consistentes con la lógica y con el
sentido común, de aprobarse la idea matriz, ella debe coordinarse con una
serie de otros elementos, por ejemplo el número de años requeridos para
que un ex Presidente de la República pueda ser Senador, condición con la
cual estoy plenamente de acuerdo. Estimo, además, que su permanencia en



el Senado tendría que equivaler a la correspondiente duración del mandato
presidencial, pero no que sea de carácter vitalicio.

Si se compara el período de ocho años con la situación internacional,
resulta excesivo. No hay país en el mundo que yo conozca con un mandato
presidencial de ocho años. Los hay de cuatro, de cinco e incluso de siete,
como en el sistema francés. Y desde el ángulo del contexto histórico
en nuestro país, también ese lapso aparece demasiado largo. Esto es
particularmente importante si se piensa que, con el correr del tiempo, la
característica de la modernidad es que las cosas se aceleran y que los
cambios suceden con mayor rapidez. Estamos en una época de información
instantánea, donde el mundo se ha denominado "la aldea global".

También estimo relevante que el período presidencial debe ser lo
suficientemente extenso como para que el Mandatario electo pueda
configurar sus equipos, implementar sus políticas y presentar sus proyectos
de ley, e igualmente como para evaluar el resultado de su gestión, de forma
tal que lo que siembre pueda cosecharlo en el lapso que dure ella y no que
sea la consecuencia o resultado de una posterior.

Asimismo, considero que el mandato debe ser lo suficientemente breve
como para permitir a los Gobiernos estar permanentemente atentos a la
opinión de la ciudadanía y sensibles a las inquietudes de las personas. Por
ello, pienso que un período más corto posibilitaría a nuestra democracia
vitalizarse, permitiendo a la gente mayor grado de protagonismo, de
manera de acercarla a un sistema más participativo y menos representativo,
característica de la modernidad que, a mi juicio, debe ser incorporada a
nuestro régimen democrático.

Además, creo que una buena Administración puede continuar en el poder
si la decisión final del Congreso fuera la de permitir un lapso menor
con reelección del Mandatario, si es que lo ha hecho bien. De no haber
reelección, tendría que ser alguien que interprete sus ideas y continúe su
obra.

Por las razones anteriormente expuestas, opino que la idea matriz de la
iniciativa de acortar el período presidencial hace más participativa, vital y viva
nuestra democracia, por lo cual la votaré favorablemente.

-Se aprueba en general el proyecto (26 votos contra 11).

Votaron por la afirmativa los señores Calderón, Díaz, Díez, Frei (don
Eduardo), Gazmuri, González, Hormazábal, Lagos, Larre, Lavandero,
Navarrete, Núñez, Otero, Páez, Palza, Papi, Pérez, Piñera, Romero, Ruiz
(don José), Ruiz-Esquide, Soto, Sule, Valdés, Vodanovic y Zaldívar.

Votaron por la negativa los señores Fernández, Huerta, Jarpa, Letelier,
Martin, Mc-Intyre, Prat, Ríos, Siebert, Sinclair y Thayer.

El señor VALDES (Presidente).- Debo recordar a Sus Señorías que la
iniciativa tiene urgencia calificada de "Suma", por lo que deberá ser



despachada en particular en la sesiones que se celebrarán el miércoles
y jueves de la próxima semana. Y para los efectos de que la Comisión
correspondiente, la de Constitución, Legislación y Justicia, disponga de
tiempo suficiente para analizar las indicaciones que se formulen, sugiero fijar
plazo para presentarlas hasta el lunes 11, al mediodía.

El señor OTERO. - ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente). - Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO. - Creo que ese lapso resulta demasiado prematuro.
Además, el día martes es feriado, por lo que la Comisión no podrá funcionar
sino hasta el miércoles en la tarde.

Por ello, sugiero fijar como límite miércoles 13, a las 10, para presentar
indicaciones - es un proyecto muy breve - , de modo que la Comisión las
estudie en la tarde del mismo día.

El señor HORMAZABAL. - El miércoles al mediodía.

El señor VODANOVIC. - Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente). - Si le parece a la Sala, se fijará como plazo
para formular indicaciones el miércoles, a las 12, debiendo la Comisión
analizarlas en su sesión de la tarde, para así despachar el proyecto el jueves.

Acordado.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor VALDES (Presidente). - Debo hacer presente que en la reunión de
Comités no se resolvió si en esta oportunidad habría Incidentes. Al parecer,
por las expresiones de Sus Señorías, no hay ánimo para ello. Pero, como
algunos señores Senadores habían preparado sus intervenciones, en razón
de la duda de la Mesa no aclarada en su momento, no podrían intervenir.
En vista de eso, el Honorable señor Lagos me hizo presente que era su
intención solicitar el envío de algunos oficios, motivo por el cual solicito el
asentimiento de la Sala para enviarlos a sus destinatarios junto con los otros
que ha recibido la Mesa.

Acordado.

-Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:

Del señor Jarpa:

TRATAMIENTO TRIBUTARIO PARA ADQUISICIONES DE LAS FUERZAS
ARMADAS Y DE ORDEN

"Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, a fin de que se sirva
informar acerca del tratamiento tributario de las adquisiciones de elementos
y equipos no militares, tales como vehículos, alimentos, vestuario, etcétera,



que efectúan las Fuerzas Armadas y de Orden, y especialmente respecto
de la situación comparativa del costo de importar dichas mercancías, con
indicación de los derechos e impuestos que deben pagar en relación
con la adquisición de las mismas en el mercado nacional, señalando los
gravámenes que se aplican en este último caso.".

Del señor Lagos:

PLAN DE DESARROLLO DE PISAGUA (PRIMERA REGION)

"A Su Excelencia el Presidente de la República y al Ministro del Interior,
solicitándoles formar una comisión que estudie la elaboración de un plan de
desarrollo tendiente a mejorar las condiciones de vida de los habitantes de
Pisagua, haciéndoles presente la necesidad de que dicha localidad pase a
depender de la provincia de Iquique, en razón de su potencial capacidad
económica y de desarrollo.".

CREDITOS A DAMNIFICADOS EN PRIMERA REGION

"Al señor Ministro del Interior, a fin de que considere fondos especiales para
otorgar créditos en dinero o materiales, o la donación de los mismos, para
los damnificados por el temporal de agosto pasado.".

REAPERTURA DE AUTODROMO DE LAS MACHAS (PRIMERA REGION)

"Al señor Ministro de Defensa Nacional, solicitándole la reapertura del
autódromo internacional de Las Machas, actualmente en desuso, y la revisión
de las causas que motivaron su cierre en su oportunidad.".

PISCINA OLIMPICA INTERNACIONAL DE ARICA

"Al señor Ministro de Educación, solicitándole lo siguiente para la piscina
olímpica de Arica:

"A) Terminar arreglos inconclusos de los camarines y baños.

"B) Reparar totalmente el sistema eléctrico de las Torres del complejo.

"C) Reparar la Torre de saltos ornamentales en su base, actualmente
quebrada.

"D) Implementar otros camarines y baños para el complejo deportivo.

"E) Cambiar los trampolines, que datan de 1972, por encontrarse obsoletos.

"F) Implementar los equipos de natación, polo acuático y nado sincronizado.".

COLISEO CERRADO DE ARICA

"Al señor Ministro de Educación, solicitándole que disponga los recursos
suficientes para la construcción de un coliseo cerrado, a fin de reactivar el
deporte local y el desarrollo de otras actividades culturales y sociales, en



razón de que no se ha materializado el acuerdo entre la Municipalidad de
Arica y la Universidad de Tarapacá en tal sentido.".

DESARROLLO DE CENTROS DEPORTIVOS EN ARICA

"Al señor Ministro de Educación, pidiéndole que disponga la apertura,
durante los períodos de vacaciones, de los gimnasios, canchas y campos
deportivos de los institutos, colegios y municipalidades de la Región, a fin de
que sirvan a fines de esparcimiento para la juventud.".

HABILITACION DE ZOOLOGICO EN PARQUE CENTENARIO DE ARICA

"Al señor Ministro de Educación, haciéndole ver la necesidad de habilitar un
zoológico en los Bajos del Chinchorro, como una forma de llevar cultura y
positiva entretención a la ciudadanía local.".

TRANSFERENCIA DE TERRENOS A ALLEGADOS DE ARICA

"Al señor Ministro de Bienes Nacionales, solicitándole el otorgamiento y
transferencia, a título gratuito, de terrenos a los allegados del cerro "La Cruz",
de la ciudad de Arica.".

CREDITOS PARA AUTOCONSTRUCCION EN TAMARUGAL (PRIMERA
REGION)

"Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo y al Director del SERVIU
Regional, solicitándoles que dispongan créditos en materiales para la
ampliación de los antejardines en Junta Vecinal N° 55 (Tamarugal).

Del señor Ortiz:

PROBLEMAS EDUCACIONALES DE UNDECIMA REGION

"Al señor Ministro de Educación, reiterándole el oficio solicitado en sesión de
6 de julio del año en curso, en relación con diversos problemas educacionales
de la Undécima Región, haciéndole presente la urgencia de solucionarlos.".

SITUACION DE PARADOCENTES EN UNDECIMA REGION

"A los señores Ministros de Educación y del Trabajo y Previsión Social, en
los siguientes términos:

"Los paradocentes de la Región que represento, que suman casi 400, y
se encuentran agrupados en la Asociación Regional de Paradocentes y
Administrativos, presidida por don Erwin Gómez Gómez, son víctimas de una
explotación laboral inaceptable, ya que de acuerdo con un dictamen de la
Contraloría los funcionarios de este sector que se desempeñan en internados
deben trabajar en turnos de noche y cuidar a los estudiantes que viven en
ellos. Curiosamente, esas horas no les son contabilizadas como trabajadas,
pese a cumplir horario y estar alejados de sus hogares.

"Lo anterior resulta más delicado aún si ocurre un hecho grave, pues
son objeto de sumarios, por estimarse que estaban desempeñando sus



funciones. Esos turnos permanentes no son remunerados, por considerarse
inherentes al cargo, con lo que sus jornadas exceden lo legalmente permitido.

"Creo imprescindible estudiar el problema a fin de subsanar ese grave error
y pagar a estos funcionarios lo que en Derecho y justicia les corresponde.".

REGULARIZACION DE DOMINIO SOBRETERRENO DE POBLADORA DE
PUERTO AISEN (UNDECIMA REGION)

"Al señor Ministro de Bienes Nacionales, reiterándole el oficio solicitado con
fecha 18 de mayo del año en curso, con relación a la situación que afecta a
doña Julia Noran Sánchez Sánchez.".

Del señor Romero:

DEUDORES CORA EN QUINTA REGION

"Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole información relacionada con los
deudores CORA de la Quinta Región, a fin de tener un listado de ellos y
conocer sus observaciones ante disposiciones que les interesan.".

El señor VALDES (Presidente).- Por no haber otros asuntos que tratar, se
levanta la sesión.

-Se levantó a las 22:22.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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